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1. Introducción

La trata de personas es una forma de sometimiento y uso lucrativo de las personas, es
un  delito  que  atenta  contra  los  derechos  humanos,  y  un  problema  complejo  con
múltiples  causas  y  graves  consecuencias  a  nivel  individual,  familiar,  comunitario  y
estatal.  La  trata  de  personas,  tanto  interna  como  internacional,  es  una  amenaza
permanente  para  toda  la  sociedad,  afectando  el  bienestar  de  las  comunidades  y  la
seguridad de los países. Actualmente, Uruguay es país de origen, destino y tránsito ante
situaciones de trata de personas.

El primer abordaje interinstitucional a esta problemática se realizó desde el año 2008 en
la Mesa Interinstitucional para la Prevención y Combate a la Trata de Personas (Decreto
304/015).  La misma fue un espacio de articulación técnica,  bajo la coordinación del
Instituto Nacional de las Mujeres del Ministerio del Desarrollo Social. 

Dicho espacio interinstitucional fue responsable de la elaboración y puesta en marcha
del primer Plan Nacional de Acción 2018-2020, y del  documento de insumos para el
anteproyecto de ley integral para la prevención y el combate a la trata y la explotación
de personas, el cual concluyó en la aprobación de la Ley Nº 19.643 de Prevención y
Combate de la Trata de Personas,  promulgada y publicada en 2018.

Esta ley ha marcado un hito para el diseño, implementación y evaluación de la política
pública  en  la  materia.  La  misma  tiene  por  objeto  la  prevención,  investigación,
persecución y sanción de la trata y la explotación de personas, así como la atención,
protección y reparación de las víctimas (art 1º).

Dicha ley prevé en su artículo 7º  la  creación del  Consejo Nacional  de  Prevención  y
Combate a la Trata y la Explotación de Personas (CNTE), ente rector y articulador de las
Políticas sobre Trata de Personas.

Entre sus cometidos se encuentra el de “monitorear el buen cumplimiento de la política
pública  y  el  plan  correspondiente,  evaluar  su  ejecución  y  rendir  cuenta  de  su
cumplimiento, a través de estudios e informes periódicos. Al menos una vez al año debe
informar en forma pública los  resultados del  cumplimiento de sus cometidos”  (Art  8
inciso B).
 
Dando cumplimiento a lo anterior, es que el Consejo Nacional de Prevención y Combate
a la Trata y Explotación de Personas elabora el presente informe de gestión y estado de
situación nacional.

La rendición de este primer informe abarca el período del 1º de marzo 2025 al  30 de
junio 2026. No obstante,  en relación a la rendición de datos estadísticos los mismos

3



corresponden al período 1º de enero 2025 a 31 de diciembre 2025. Asimismo, se cuenta
con información histórica relativa a los principales antecedentes de la política pública y
normativa vinculada a la materia.
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2. Marco de gobernanza y articulación

La Ley Nº 19.643 define que el Consejo Nacional de Prevención y Combate a la Trata y
Explotación de Personas funcionará en la órbita del Ministerio de Desarrollo Social y
estará integrado por representantes de las más altas jerarquías de:

● Ministerio de Desarrollo Social, quien lo presidirá a través del Instituto Nacional
de las Mujeres
● Ministerio del Interior
● Ministerio de Relaciones Exteriores
● Ministerio de Economía y Finanzas
● Ministerio de Defensa Nacional
● Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
● Ministerio de Salud Pública
● Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay
● Fiscalía General de la Nación
● Poder Judicial
● Tres  representantes  de  la  Asociación  Nacional  de  Organizaciones  No
Gubernamentales  (ANONG),  de  reconocida  actuación  en  la  materia.  Actualmente
representadas  a través de El  Paso, CasAbierta y la Red Uruguaya contra la Violencia
Doméstica y Sexual.

Asimismo, como lo define la ley, se cuenta con el asesoramiento permanente e invitado
como miembro observador a la Organización Internacional de las Migraciones (OIM), y
de reciente incorporación a la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito
(UNODC).

Actualmente cuenta con la representación en calidad de invitados especiales de:
● Prosecretaría de Presidencia
● Secretaría de Derechos Humanos de Presidencia
● Ministerio de Turismo
● Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente
● Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo

De  acuerdo  a  lo  definido  en  el  reglamento  interno  de  funcionamiento  del  CNTE,
aprobado en la 2da reunión ordinaria del 2020, el Consejo se reúne de forma ordinaria
en  dos  instancias  anuales,  contando  con  la  posibilidad  de  convocar  a  reuniones
extraordinarias. 

Para la ejecución a nivel  técnico se conformó un Grupo Técnico Asesor (GTA) quien
asesora a las autoridades y da cumplimiento a su plan de trabajo. El GTA se reúne de
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forma ordinaria con una frecuencia mensual, contando asimismo con la posibilidad de
convocar a reuniones extraordinarias cuando se requiera.

También por definición de reglamento interno se define que el rol de secretaría técnica
del  CNTE  y  del  GTA  está  cargo  de  la  División  de  Violencia  basada  en  Género  de
INMUJERES-MIDES. Entre sus principales responsabilidades están los de convocar a las
reuniones establecidas, proponer el orden del día, proveer información y análisis para
respaldar la toma de decisiones dentro del CNTE y GTA, brindar un resumen de temas
pendientes como previos en cada Sesión, elaborar las actas de cada instancia y enviar
copias a los/as integrantes, velar por la rápida puesta en conocimiento de la Presidencia
de cuantos asuntos tengan entrada en la Secretaría, promover, liderar y facilitar grupos
de  trabajo  técnico  específicos,  generar  los  documentos  base  necesarios,  dar
seguimiento a los planes de trabajo acordados, apoyar a las consultorías contratadas
cuando se requiera, recepcionar y sistematizar los insumos para los informes requeridos
a nivel nacional e internacional, realizar informes de actuación y gestión, participar de
reuniones y/o actividades a solicitud de la Presidencia.

En el marco del CNTE se aprobó en la 2da reunión ordinaria de 2021 y posteriormente
por  el  Decreto  Presidencial  N.º  42/024,  la  Guía  de  Acción  Interinstitucional  para
situaciones de trata y explotación de personas en Uruguay (GAI), la cual establece el
mecanismo para una efectiva articulación y/o derivación entre los actores intervinientes
en  la  detección  e  identificación  de  posibles  situaciones  de  trata  o  explotación  de
personas, para lograr así una primera respuesta e inicio del proceso de atención a las
víctimas y de la persecución del delito. Acompaña esta Guía la realización de instancias
de capacitación para su cabal implementación entre los diferentes actores del sistema
de respuesta interinstitucional así como del sistema de justicia.

Roles y responsabilidades.

Tal como se expresa en la Guía de Acción Interinstitucional para situaciones de trata y
explotación de personas en Uruguay (GAI), se enumeran a continuación los principales
actores y sus roles en el  proceso de detección,  identificación,  derivación,  asistencia,
judicialización y reintegración de víctimas de trata y explotación de personas. 

Sistema de justicia y organismos auxiliares 

● Poder Judicial (PJ)

Interviene para disponer medidas de protección de las víctimas: 
a)  Juzgados  de  Familia  Especializados  ante  la  solicitud  formulada  por  cualquier
organismo público o privado o cualquier persona en el marco de su competencia ante la
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vulneración de derechos y adoptar  las medidas más urgentes,  sin perjuicio de otras
actuaciones; 
b) Juzgados Penales y Juzgados de Crimen Organizado ante la solicitud de la Fiscalía
General  de  la  Nación  en  el  marco  de  una  investigación  preliminar  por  la  presunta
comisión  de  delitos  vinculados  a  trata  de  personas  (declaración  de  la  víctima  con
medidas de protección, declaración de testigos protegidos).

Debe tenerse presente que el Poder Judicial ha incorporado medios tecnológicos que
hacen posible  la  declaración  de  identidad  protegida  de  víctimas  y  testigos,  quienes
prestan su declaración desde un edificio distinto a aquel donde se está realizando la
audiencia judicial, haciendo así imposible todo eventual contacto con los perpetradores
del delito. Incluso la Fiscalía General de la Nación por sí, o a través del Poder Judicial
puede disponer medidas de protección específicas para víctimas y testigos. 

● Fiscalía General de la Nación (FGN)

Según el artículo 3 de la Ley Nº 19.334, a la Fiscalía General de la Nación, le compete
ejercer  las  funciones  del  Ministerio  Público  y  Fiscal,  conforme  a  las  disposiciones
vigentes. 

De acuerdo al artículo 13 de la Ley N° 19.483, los cometidos sustantivos de la Fiscalía
General Nación son: 
-  Fijar,  diseñar y ejecutar la política pública de investigación y persecución penal  de
crímenes, delitos y faltas. 
- Dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas. 
- Ejercer la titularidad de la acción penal pública en la forma prevista por la ley. 
- Atender y proteger a víctimas y testigos de delitos. 
- Ejercer la titularidad de la acción pública en las causas de adolescentes infractores. 
- Ejercer la titularidad de la acción fiscal en las causas por infracciones aduaneras. 
- Promover y ejercer la acción civil en los casos previstos en el artículo 28 del Código
General del Proceso en la redacción dada por el artículo 649 de la Ley N° 19.355, de 19
de diciembre de 2015, y en el literal D) del artículo 35 de la presente ley (Convención de
Naciones Unidas sobre obtención de Alimentos en el Extranjero, Nueva York, 1956) (*) 
-  Actuar  en  representación  de  la  sociedad  en  los  asuntos  de  intereses  difusos,  sin
perjuicio de lo dispuesto por el artículo 42 del Código General del Proceso. 

La Unidad de Víctimas y Testigos tiene como competencia el diseño de estrategias de
atención,  protección  y  acompañamiento  a  las  víctimas  y  testigos  de  delitos  y  sus
familiares, en estrecha coordinación con el accionar de los equipos fiscales, de forma
diferenciada  y  específica,  favoreciendo  el  pleno  ejercicio  de  los  derechos  que  les
confiere el CPP, facilitando su intervención en el proceso penal y garantizando el acceso
a la justicia con equidad. 
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● Ministerio del Interior (MI)

La  Policía  Nacional  tiene  como  misión  proteger  el  libre  ejercicio  de  los  derechos  y
libertades, garantizar el orden y la seguridad interna. Como integrante del sistema de
acceso a la justicia, es auxiliar tanto de la Fiscalía General de la Nación como del Poder
Judicial, y tiene entre sus competencias investigar  los delitos o hechos con apariencia
delictiva,  someter  a  la  jurisdicción  de  las  autoridades  competentes  a  las  personas
presuntas responsables  de hechos  delictivos;  desarrollar  el  proceso de  investigación
criminal  dentro de sus competencias  y bajo la dirección de la Fiscalía General  de la
Nación, preservar la escena del hecho, documentar los hallazgos, manipular, analizar y
conservar los objetos, pruebas e indicios del delito, de acuerdo con los procedimientos
científicos y técnicos aplicables, poniéndolos a disposición del Tribunal competente.

Ante la toma de conocimiento por cualquiera de las Unidades del Ministerio del Interior
de una presunta situación de trata o explotación de personas se comunicará de forma
inmediata a la Fiscalía General de la Nación, con la cual formará un equipo de trabajo
conjunto de acuerdo al CPP. 

El Ministerio del Interior, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la
Fiscalía General de la Nación, Poder Judicial y organismos internacionales como OIM y
ACNUR, poseen un rol clave en la  detección, investigación, persecución del delito, así
como en la protección y garantía de los derechos de las víctimas de trata en frontera. 

● Ministerio de Defensa Nacional (MDN)

La  actuación  del  Ministerio  parte  de la  premisa  de que  la  defensa  de los  intereses
estratégicos  nacionales  y  la  protección  del  bienestar  de  la  población  constituyen
responsabilidades  esenciales  del  Estado,  las  cuales  requieren  una acción  coordinada
entre los distintos organismos públicos y la sociedad en su conjunto.
En este marco, el Ministerio de Defensa Nacional participa activamente en las tareas de
prevención y combate de este delito a través de las diferentes Fuerzas y organismos
bajo su dependencia, destacándose:
- La Armada Nacional, mediante la Prefectura Nacional Naval, ejerciendo funciones de
vigilancia y control en las costas y espacios acuáticos nacionales.
- La Fuerza Aérea Uruguaya, a través de la Policía Aérea Nacional, desarrollando tareas
de control en aeropuertos y aeródromos.
- El Ejército Nacional, mediante su despliegue permanente en todo el territorio nacional
y especialmente en las fronteras terrestres.
- La Dirección Nacional de Pasos de Frontera, en su calidad de organismo coordinador
presente en los diferentes pasos fronterizos habilitados.
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Asimismo,  las  operaciones  militares  desarrolladas  en  el  marco  de  la  vigilancia  de
fronteras  han  fortalecido  el  control  de  los  movimientos  migratorios,  permitiendo
detectar  e  impedir  ingresos  irregulares  al  territorio  nacional,  contribuyendo de esta
forma a la prevención de delitos conexos, entre ellos la trata de personas.

Si el personal militar que se encuentra desarrollando las funciones encomendadas por la
referida  norma,  detecta  algún  hecho  con  apariencia  delictiva,  como  pueden  ser
situaciones de presunto tráfico y/o trata de personas, adoptarán las medidas necesarias
para  asegurar  la  detención  de  las  personas  involucradas  en  el  hecho  y  comunicará
inmediatamente de lo actuado al Fiscal competente.

Sistema  interinstitucional  de  respuesta  para  situaciones  de  trata  y  explotación  de
personas 

● Ministerio de Desarrollo Social (MIDES)

Preside  el  Consejo  Nacional  de  Prevención  y  Combate  a  la  Trata  y  Explotación  de
Personas  (CNTE)  a  través  del  Instituto  Nacional  de  las  Mujeres  (Inmujeres),  que
desarrolla la secretaría técnica del mismo, de acuerdo a las funciones encomendadas y
detalladas  en  su  reglamento  interno.  Forma  parte  del  Sistema  Interinstitucional  de
Respuesta para situaciones de Trata y Explotación de Personas, siendo el responsable de
la respuesta en la atención a personas mayores de 18 años.

De acuerdo al artículo 10 de la Ley Nº 19.643, es el organismo encargado de disponer y
administrar  los  fondos  provenientes  de  asignaciones  presupuestales,  donaciones,
herencias o legados, convenios con organismos regionales o internacionales, así como
de los provenientes de bienes decomisados en acciones contra la trata o explotación de
personas y los demás que obtenga a cualquier título, presentando informes anuales de
lo ejecutado al Consejo. A su vez, debe incluir en el proyecto de Presupuesto Nacional
las partidas necesarias para el funcionamiento racional, eficiente y eficaz del Consejo.

Atención a varones mayores de 18 años en situación de trata
Coordinación y articulación de la respuesta en la atención respecto a varones adultos
víctimas de trata. 

● Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES)

Es  el  órgano  rector  de la  política  nacional  de  igualdad  de  género  y  de las  políticas
públicas para una vida libre de violencia para las mujeres, responsable de la promoción,
diseño, coordinación, articulación, seguimiento y evaluación de las mismas. 
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Cometidos específicos: 
- Contribuir al fortalecimiento de capacidades para el abordaje de la Trata de Personas
en operadores/as con competencia en la temática. 
- Acompañar la agenda regional e internacional en materia de Trata de Personas. 
- Producir conocimiento en materia de Trata de Mujeres para aplicar en la elaboración,
diseño e implementación de herramientas teóricas y metodológicas. 
-  Diseñar  e implementar estrategias  de visibilización acerca de la trata de personas,
sostenidas en el  tiempo, que promuevan cambios culturales involucrando medios de
comunicación. 

Atención a mujeres mayores de 18 años en situación de trata.
Brindar una respuesta a través de la implementación de un servicio nacional de atención
especializado, con perspectiva de derechos humanos y género. 

● Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU)

El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay es la institución rectora y ejecutora de
las políticas de infancia y adolescencia y tiene por competencia dada por el artículo 68
del Código del  Niño y el  Adolescente, la protección, promoción y atención de niñas,
niños y adolescentes del  país  y sus vínculos familiares. Debe procurar que todas las
niñas,  niños  y  adolescentes  tengan  igualdad  de  oportunidades  para  acceder  a  los
recursos sociales, al tiempo que garantizar el derecho a vivir sin violencia.

Asimismo,  forma  parte  y  preside  dos  ámbitos  de  articulación  interinstitucional  con
responsabilidad  en la  protección  integral  de  las  infancias  y  adolescencias  contra  las
violencias: el  Sistema Integral  de Protección a las Infancias y Adolescencias contra la
Violencia (SIPIAV) consolidado a través de la Ley N°19.747 del año 2019, y el Comité
Nacional para la Erradicación de la Explotación Sexual Comercial y No Comercial de la
Niñez y la Adolescencia (CONAPEES) creado originalmente en 2004 y consolidado por el
Decreto 025/2017.

Asimismo,  con  competencia  institucional  cuenta  con Servicios  de  Atención  a  Niñas,
Niños y Adolescentes Víctimas de Trata y Explotación Sexual.
Sus competencias son:
-  Previo  diagnóstico  y  estudios  técnicos  deberá  velar  por  una  adecuada  atención  y
protección.
- Identificadas situaciones de trata o explotación sexual, su prioridad será la protección y
atención de las niñas, niños o adolescentes víctimas de dicha situación.
-  Coordinar  con las  diferentes instituciones  que componen el  sistema de protección
(FGN, MSP, PJ, MI, etc.) para la atención, protección y acceso a la justicia de las víctimas.
- Recepción de demandas de la comunidad y derivaciones de otras instituciones sobre
NNA en situación de explotación sexual y trata.
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-  Realizar  un  proceso  de  diagnóstico  de  la  situación,  valorar  el  riesgo,  identificar
alternativas a la situación de desprotección, realizar la denuncia correspondiente ante la
Fiscalía General de la Nación, Ministerio del Interior o Poder Judicial y en conjunto con
la UVT acompañar el proceso de atención y resignificación de la violencia vivida, a cargo
de los equipos especializados que el instituto tiene (artículo 29 de la Ley Nº 19.643, de
20 de julio de 2018).
-  Brindar  espacios  alternativos  de convivencia,  garantizar  el  derecho a la  educación,
salud, alimentación, propuestas educativo-laborales.
 -Procurar la revinculación familiar  si  se posee una valoración positiva de la misma,
acceso a la recreación y disfrute, entre otros.

● Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS)

Las Instituciones del Sistema Interinstitucional de Respuesta para situaciones de trata y
explotación de personas, ante una posible situación de trata laboral deben articular la
respuesta con el MTSS. 

Entre sus funciones se incluyen: 
-  Inspeccionar  lugares  de empleo,  particularmente en casos  de sospecha de trabajo
forzado u otros tipos de trata y explotación de personas (Inspectores/as de trabajo del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social). 
- Obtener información de informantes calificados (por ejemplo líderes sindicales u otros
trabajadores,  la  sociedad  civil  organizada,  asociación  de  empleadores,  por  posibles
casos  de  trata  y  explotación  de  personas  en  su  entorno  laboral  (Inspectores/as  de
trabajo del Ministerio de Trabajo). 
- Articular con la Fiscalía General de la Nación, Ministerio del Interior o Poder Judicial
para poner en conocimiento de la presunta situación de trata y explotación de personas
con fines de explotación laboral (artículo 29 de la Ley Nº 19.643, de 20 de julio de 2018).
- Proveer servicios que contribuyan a la reparación de la persona, como ser los servicios
de empleo. 

Otros organismos 

● Ministerio de Salud Pública (MSP) 
El Ministerio de Salud Pública es responsable de garantizar la atención integral en salud,
incluyendo terapias y tratamientos especializados, en caso necesario, incluidas la salud
sexual y reproductiva, la atención de adicciones y la salud mental.
 
Las  víctimas  de  trata  de  personas  tienen  derecho  a  acceder  a  los  servicios  para  la
interrupción voluntaria del embarazo (Ley N° 18.987, de 22 de octubre de 2012), aun
cuando no alcancen el año de residencia en el país, siempre que el mismo haya ocurrido
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durante  la  situación  de  trata.  Para  lo  que  se  requerirá  la  asistencia  del  prestador
público, Administración de Servicios de Salud del Estado (ASSE). 

● Ministerio de Relaciones Exteriores (MRREE) 

La Cancillería cumple un rol  fundamental  de protección, asistencia y resguardo a las
presuntas víctimas uruguayas, a través de Misiones y Oficinas Consulares.

La Secretaría de Estado nombra representantes ante el CNTE a efectos de participar y
representar,  de  brindar  un diligente  abordaje  de la  problemática,  considerando que
Misiones  y  Oficinas  Consulares  configuran  lugares  claves  a  los  cuales  las  víctimas
nacionales en el exterior acuden a solicitar asistencia. 

La Dirección General para Asuntos Consulares y de Vinculación a través de la Oficina de
Asistencia al Compatriota coordina y articula con las Misiones y Oficinas Consulares de
Uruguay  casos  de  víctimas  nacionales  que  se  encuentran  en  el  exterior.  Si  fuera
necesario, se inicia un proceso de repatrio y además se coordina con otros organismos
en nuestro país el eventual retorno, inclusión e integración. Asimismo, si la víctima así lo
solicitara también se realiza una comunicación  y contención a la familia en Uruguay. 

En el caso de víctimas extranjeras que llegan al país, la Cancillería realiza la articulación y
derivación con las instituciones nacionales correspondientes, a la Misión Diplomática u
Oficina Consular del país de la nacionalidad de la víctima, acreditada en Uruguay. 

En 2019, se creó un Material de Referencia para agentes consulares ante posibles casos
de trata de personas, actualizándose el Protocolo creado inicialmente en el año 2012
junto al  Instituto  Nacional  de  las  Mujeres  (INMUJERES)  del  Ministerio  de Desarrollo
Social (MIDES). 

La Cancillería trabaja en forma cotidiana a través de la capacitación y actualización de la
temática a funcionariado que ejerce sus funciones consulares en el exterior. 

● Ministerio de Economía y Finanzas (MEF)

Apoyar  técnicamente  para  plasmar  las  políticas  sustantivas  de  los  organismos
involucrados en la programación económica y financiera de su ejecución presupuestal.

Brindar apoyo y orientación para la gestión de recursos de cooperación internacional.
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● Organizaciones de la sociedad civil (ONGs)

Las  organizaciones  de  la  sociedad  civil  juegan  un  rol  fundamental  en  el  apoyo  al
gobierno para la asistencia directa y la reintegración de las víctimas. 
Las  ONGs  requieren  un  apoyo  fuerte  y  una  articulación  con  otros  organismos  y
funcionarios/as, como personal de salud, trabajadores/as sociales, líderes comunitarios,
autoridades locales, para una efectiva reintegración de las víctimas de trata. 
Entre los servicios que proveen, se incluyen: 
- Servicios de atención psicosocial y derivación médica. 
- Capacitación laboral y alfabetización laboral.
- Asistencia legal. 
- Asistencia en emergencia (derivación y articulación con instituciones gubernamentales
pertinentes). 
- Reporte del estatus de la víctima al Sistema de Respuesta de acuerdo al género y edad
de la víctima. 
- Reporte del estatus de la víctima a la autoridad competente ya sea Fiscalía General de
la  Nación,  Ministerio  del  Interior  o  Poder  judicial,  de  acuerdo  a  lo  dispuesto  en  el
artículo 29 de la Ley Nº 19.643. 
- Acompañamiento a NNA víctimas de trata a los servicios apropiados (en coordinación
con INAU). 
-  Incidencia  y  concientización  en  temas  de  trata  de  personas  (en  alianza  con
instituciones gubernamentales y/u organismos internacionales).
-  Asesoramiento  para  la  reunificación  familiar  y  reintegración  de  las  víctimas  (en
coordinación con instituciones gubernamentales y/u organismos internacionales).
-  Seguimiento  a  la  reintegración  de  las  víctimas  (en  coordinación  con  instituciones
gubernamentales y/u organismos internacionales y redes internacionales de combate a
la trata de personas de sociedad civil).

Autoridades locales: (Intendencias, municipios, alcaldías, etc.)

Las autoridades locales deben siempre estar disponibles a nivel de las intendencias para
proveer diversos servicios a las víctimas de trata, los cuales deberán articularse con la
Unidad de Víctimas y Testigos para las diversas necesidades de éstas durante el proceso
judicial, luego con los servicios de atención que continúen trabajando con las mismas a
fin de que se reinserten en la sociedad. 

Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo
 
La Ley Nº 18.446, crea la  Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del
Pueblo (INDDHH) para la defensa, promoción y protección en toda su extensión, de los
derechos  humanos  reconocidos  por  la  Constitución  de  la  República  y  el  Derecho
Internacional.  Dentro  de  sus  funciones  se  encuentra  proponer  a  las  autoridades
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competentes la adopción de las medidas que considere pertinentes para poner fin a la
violación de derechos humanos que haya constatado,  establecer el  plazo  en el  cual
deberán  ser  cumplidas  y  sugerir  las  medidas  reparatorias.  Puede  proponer  a  las
autoridades competentes, la adopción de las medidas provisionales de carácter urgente
que  considere  pertinentes  para  que  cese  la  presunta  violación  de  los  derechos
humanos.

Desde la Unidad de Migración de la INDDHH se coordina con la Red de Movilidad y Trata
de Personas de la Federación Iberoamericana del Ombudsperson (FIO) y con el Grupo
de trabajo sobre población migrante y refugiada de la Red de Instituciones de Derechos
Humanos en el Continente Americano (RINDHCA). Además, colabora en la formación en
temas relacionados a la movilidad humana y Derechos Humanos de la población en
general y del funcionariado público, entre otras competencias relativas a transversalizar
la temática de movilidad humana en todas las áreas de la INDDHH y asesorar al Consejo
Directivo en la temática.

Mecanismos de coordinación interinstitucional

Uruguay cuenta con diversos mecanismos de coordinación interinstitucional donde se
aborda de forma transversal la temática de trata y/o explotación de personas, los cuales
tienen  marcos  normativos  y  cometidos  específicos.  No  obstante  es  una  necesidad
imperiosa  la  articulación  de  lineamientos  de  los  mismos  con  el  objetivo  de  alinear
políticas y recursos entre distintas entidades para evitar superposiciones. De esta forma
optimizar servicios, unificar estrategias territoriales o sectoriales, garantizar un impacto
integral y potenciar el alcance de las políticas públicas.

Se destacan particularmente el Consejo Nacional de Género (CGN), Consejo Nacional
Consultivo por una Vida Libre de Violencia basada en Género (CNC), Comité Nacional
para la Erradicación de la Explotación Sexual Comercial y No Comercial de la Niñez y la
Adolescencia  (CONAPEES),  Sistema  Integral  de  Protección  a  la  Infancia  y  a  la
Adolescencia  contra  la  Violencia  (SIPIAV),  Junta  Nacional  de  Migraciones  (JNM),
Gabinete  Coordinador  de  Políticas  Destinadas  a  las  Víctimas  y  Testigos  del  Delito
(Decreto 046/018), Comité de Erradicación del Trabajo Infantil (CETI).

Articulación regional e internacional.

Del mismo modo, como parte de los lineamientos de la política exterior, Uruguay cuenta
con un  compromiso  histórico  y  una  activa  participación  en  espacios  de  articulación
regional e internacional. En particular se destacan:
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• Mercado Común del Sur (MERCOSUR)
En el marco del trabajo del MERCOSUR, las instituciones integrantes del CNTE participan
de distintas reuniones de ministros/as y altas autoridades, donde se transversaliza la
problemática de trata de personas desde distintas perspectivas.
Entre las principales instancias cabe mencionar:
 
- RAADDHH Reunión de Altas Autoridades sobre Derechos Humanos 
- RMADS Reunión de Ministros y Autoridades de Desarrollo Social 
- RMAAM Reunión de Ministras y Altas Autoridades de la Mujer 
- RMIS Reunión de Ministros del Interior y Seguridad
- RMT Reunión de Ministros de Trabajo
- RMJ Reunión de Ministros de Justicia 
- Subgrupo de Trabajo N° 10 “Asuntos Laborales, Empleo y Seguridad Social”
- FEM Foro Especializado Migratorio

• Proceso de Quito
El  Proceso  de  Quito,  creado  en  2018,  es  un  mecanismo  de  articulación  técnica  no
vinculante donde los representantes de los gobiernos de la región de América Latina y el
Caribe  intercambian  información  y  discuten  una  estrategia  regional  vinculada  a  la
movilidad  humana  desde  Venezuela.  El  mecanismo  articula  diez  ejes  temáticos:
regularización migratoria; integración socioeconómica; educación; salud; protección de
niños niñas y adolescentes; equidad de género; reunificación familiar; trata de personas;
centros de recepción, orientación y espacios de apoyo; y protección internacional. 

• Plataforma  Regional  contra  la  Trata  de  Personas  y  el  Tráfico  Ilícito  de
Migrantes (PRETT)
La  PRETT  es  un  mecanismo  regional  de  cooperación  compuesto  por  los  países  de
América del Sur, orientado a fortalecer la articulación, el intercambio de información y
el desarrollo de acciones coordinadas para enfrentar estos delitos. Bajo la Secretaría
Conjunta de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y la Oficina de las
Naciones  Unidas  contra  la  Droga  y  el  Delito  (UNODC),  la  PRETT  impulsa  planes  de
trabajo  anuales,  espacios  técnicos  especializados  y  productos  regionales  que
contribuyen a mejorar la prevención, persecución del delito y asistencia a las víctimas.

Durante el  presente año,  Uruguay asumió la Presidencia Pro Témpore (PPT)  de este
mecanismo, por lo que está llevando adelante su plan de trabajo anual, cuyos avances
se reportan más adelante en el presente informe. Se destaca el trabajo coordinado de
los  tres  puntos  focales  nacionales  ante  la  PRETT,  por  el  Poder  Ejecutivo:  Consejo
Nacional de Prevención y Combate contra la trata y explotación de Personas, a través de
la Secretaría Técnica; organismo con competencias en migraciones: Dirección Nacional
de  Migración  del  Ministerio  del  Interior;  y  por  los  Ministerios  Públicos  o  Fiscalías:
Fiscalía General de la Nación.
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• Red Iberoamericana de Fiscales Especializados en Trata de Personas y Tráfico
Ilícito de Migrantes (REDTRAM) de la Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos
(AIAMP)
Entre  los  principales  objetivos  se  encuentran  los  de  fomentar  la  cooperación
interinstitucional directa entre los Ministerios Públicos Fiscales (MPF) de la región. En el
marco del “Protocolo de Cooperación Interinstitucional para fortalecer la investigación,
atención y protección a víctimas del delito de trata de personas entre los Ministerios
Públicos Iberoamericanos AIAMP, REMPM”, cada MPF designa un punto de contacto
para  que integre  la  Red,  de modo tal  de  funcionar  como un verdadero mecanismo
interinstitucional de cooperación que facilite la protección de víctimas en tiempo real, el
intercambio  espontáneo  de  información,  la  creación  de  equipos  conjuntos  de
investigación, la detección de fenómenos y organizaciones criminales en la región, y el
acuerdo conjunto sobre parámetros mínimos relacionados con la protección, asistencia
y repatriación de víctimas de trata.

La  REDTRAM  realiza  encuentros  anuales  en  los  que  participan  todos  los  puntos  de
contacto y en donde se realizan,  principalmente, intercambios de buenas prácticas y
casos paradigmáticos  en materia  de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes.
También se convoca a expertos para que formen a los fiscales en temas cruciales para el
funcionamiento de la Red. Asimismo, se trabaja en grupos temáticos, cada uno de los
cuales tiene a su cargo proponer acciones concretas y procesos de trabajo que mejoren
el conocimiento y la posible toma de decisiones hacia adentro de cada MPF. 

En tal sentido, en el último año, la FGN, a través de su representante ante la Red, ha
participado en el Taller Operativo organizado por El  Programa de Asistencia contra el
Crimen Transnacional Organizado (El PaCcto), “Trata de Seres Humanos, Tráfico Ilícito
de Migrantes y Flujos de Capitales”, celebrado en el mes de julio de 2025, en San José
de Costa Rica, y en la reunión anual de la REDTRAM celebrada en octubre de 2025 en
Cartagena  de  Indias,  Colombia.  Asimismo,  ha  participado  en  reuniones  virtuales  de
subgrupos de trabajo de la red, en particular, para la mejora de la plataforma Iber@ con
el fin de facilitar el intercambio de información entre los Ministerio Públicos y Fiscales
de  los  Estados  parte  y  específicamente  ha  cooperado  con  la  República  Argentina  y
Colombia ante pedidos de información de utilidad en el marco de investigaciones que
llevan y/o llevaron a cabo.

• Red  Especializada  de  Género  de  los  Ministerios  Públicos  Fiscales,  de  la
Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos (AIAMP)
En 2016, en el marco de la XXIV Asamblea General Ordinaria de la AIAMP, se conformó
el Grupo de Trabajo Especializado en Temas de Género (GEG).  Dos años más tarde,
durante la XXVI Asamblea General Ordinaria, este grupo evolucionó hasta convertirse en
la Red Especializada en Género (REG), dando así comienzo a un proceso continuo de
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integración de la perspectiva de género en la agenda de trabajo de los países miembros
de la AIAMP. 

La  Unidad  Especializada  de  Género  de  la  Fiscalía  General  de  la  Nación  (UEG_FGN)
participa  de  todos  los  espacios  interinstitucionales  nacionales  en  el  marco  de  la
normativa vigente así como de los espacios y redes internacionales en esta materia, en
el marco de la normativa y la institucionalidad que exige al Sistema de Justicia. Dentro
de la Red Especializada en Género de los Ministerios Públicos de Iberoamérica, en este
momento  la  UEG_FGN,  integra  los  subgrupos  de  trabajo  de  Transversalización  del
enfoque  de  género,  Acceso  a  la  justicia  y  protección  de  víctimas,  y  Criminalidad
organizada  y  violencia  contra  las  mujeres,  elaborando  documentos,  participando  de
reuniones,  con  encuentros  presenciales  y  virtuales  que  fortalecen  los  procesos  de
trabajo.

• Reunión de Autoridades Nacionales en materia de Trata de Personas de la
Organización de los Estados Americanos (OEA)
Este espacio reúne periódicamente a las autoridades nacionales competentes de los
Estados  Miembros  con  el  propósito  de  promover  el  diálogo  político,  facilitar  el
intercambio de buenas prácticas, lecciones aprendidas y desafíos emergentes, facilitar la
coordinación de respuestas integrales frente a la trata de personas, y contribuir a la
implementación efectiva de los compromisos regionales e internacionales en materia de
prevención, protección de las víctimas, persecución penal y cooperación internacional.
Asimismo, constituye un espacio para la formulación y adopción de recomendaciones
orientadas  a  fortalecer  las  políticas  públicas  y  los  marcos  normativos  nacionales  y
regionales.

• Interpol/Ameripol/Europol
El combate de estos delitos requiere una respuesta coordinada a nivel internacional,
debido a  que las  organizaciones  criminales  operan  atravesando fronteras,  utilizando
rutas, documentos falsos, movimientos financieros y redes logísticas en varios países. En
este contexto, el intercambio de información entre organismos como la INTERPOL, la
Europol,  la  Frontex  y  la  AMERIPOL  resulta  fundamental  para  identificar  víctimas  y
victimarios,  detectar  patrones  delictivos,  compartir  inteligencia  criminal  y  coordinar
investigaciones simultáneas entre distintos países.

A través de canales seguros de cooperación, como el sistema I-24/7 de la INTERPOL, el
análisis  de  inteligencia  criminal  de  la  Europol  o  el  control  de  rutas  migratorias  y
fronterizas  por  parte  de  la  Frontex,  es  posible  localizar  personas  desaparecidas,
identificar  redes  criminales,  detectar  documentos  falsificados,  rastrear  movimientos
internacionales y ejecutar operaciones coordinadas. De esta manera, la cooperación e
intercambio  de  información  fortalecen  la  capacidad  de  los  Estados  para  prevenir,
investigar  y desarticular  estructuras  criminales dedicadas  a  la trata de personas  y al
tráfico ilícito de migrantes.
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• Conferencia Suramericana sobre Migraciones (CSM)
La CSM constituye el  principal  espacio regional  de diálogo político y cooperación en
materia migratoria en América del Sur. Desde su creación en el año 2000, reúne a los
Estados de la región con el objetivo de intercambiar experiencias, concertar políticas
migratorias y promover una gobernanza migratoria basada en los derechos humanos, la
integración regional y la cooperación entre países.

Entre los enfoques de la CSM se destacan el reconocimiento de la migración como un
derecho humano y el de las personas migrantes como sujetos de derecho deben estar
en  el  centro  de  las  políticas  migratorias  de  los  países.  Asimismo,  se  destaca  la
reivindicación  del  respeto  irrestricto  de  los  derechos  humanos  de  las  personas
migrantes  y  sus  familiares  y  la  condena a  todo acto  de  xenofobia,  discriminación  y
racismo, independientemente de su condición migratoria, así como el rechazo a todo
intento de criminalización de la migración irregular. 

Uruguay  asumió durante  2026 la  Presidencia  Pro  Témpore  (PPT),  en  este  marco se
promoverá  como eje  prioritario  el  fortalecimiento  de la  gobernanza  migratoria,  con
especial énfasis en la protección y el bienestar de niñas, niños y adolescentes migrantes,
garantizando el pleno ejercicio de sus derechos. Asimismo, impulsará la implementación
del  Plan  Suramericano  sobre  Migraciones  2035,  así  como  el  fortalecimiento  de
respuestas  regionales  coordinadas  frente  a  los  desafíos  actuales  de  la  movilidad
humana.
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3. Marco normativo e institucional

Normativa vigente.

En Uruguay el delito de trata de personas, tráfico de migrantes y sus agravantes están
tipificados  desde  2008  en  el  artículo  78  y  subsiguientes,  de  la  Ley  Nº  18.250  de
Migraciones.

El delito de la trata también está establecido en el artículo 6 de la Ley Nº 17.815 de
2004,  que versa sobre la violencia sexual  comercial  o no comercial  cometida contra
niños/as, adolescentes o incapaces.

La Ley Nº 19.747 establece un marco normativo y de gobernanza del Sistema Integral de
Protección a la Infancia y Adolescencia contra la Violencia (SIPIAV), y modifica el capitulo
XI de la Ley Nº 17.823 del Código de la Niñez y la Adolescencia, brindando mayores
garantias para las niñas, niños y adolescentes victimas de violencia sexual, en particular
de no revictimización.

El año 2018 estuvo marcado por el avance que significa a nivel del marco normativo la
aprobación de la Ley integral Nº 19.643 de normas para la prevención y combate a la
trata de personas. Asimismo, dicha ley, en su capítulo VI modifica normas del Código
Penal, ampliando penas y tipificando nuevos delitos.

En relación a los marcos normativos internacionales, Uruguay ha ratificado diferentes
Convenciones del Sistema de Naciones Unidas (NU) y de la Organización de los Estados
Americanos  (OEA)  sobre  temas  vinculados  a  la  trata  de  personas.  Entre  ellos  se
destacan:
● Convención  Internacional  para  la  Represión  de  la  Trata  de  Mujeres  y  Niños
(1921).
● Convención de las Naciones Unidas sobre la Esclavitud (1927).
● Convención  Suplementaria  sobre  la  Abolición  de  la  Esclavitud,  la  Trata  de
Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud (1927).
● Convenio Nº 29 sobre Trabajo Forzoso, Organización Internacional del Trabajo
(1930).
● Convenio Nº 97 sobre Trabajadores Migrantes, Organización Internacional  del
Trabajo (1949).
● Convenio  Nº  105  sobre  la  Abolición  del  Trabajo  Forzoso,  Organización
Internacional del Trabajo (1959).
● Convención  Internacional  sobre  la  Eliminación  de  todas  las  Formas  de
Discriminación Racial (1965).
● Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966).
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● Convenio  Nº  143  sobre  Trabajadores  Migrantes  (medidas  complementarias),
Organización Internacional del Trabajo (1975).
● Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Contra la
Mujer (1979).
● Convención sobre Derechos del Niño (1989).
● Convención  Internacional  sobre  la  Protección  de  los  Derechos  de  todos  los
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (1990).
● Convención  Interamericana  para  Prevenir,  Sancionar  y  Erradicar  la  Violencia
contra la Mujer (1994).
● Convenio  Nº  182  sobre  las  peores  formas  de  trabajo  infantil,  Organización
Internacional del Trabajo (1999).
● Protocolo  para  Prevenir,  Reprimir  y  Sancionar  la  Trata  de  Personas,
especialmente Mujeres y Niños que complementa la Convención de las Naciones Unidas
contra la delincuencia transnacional (2000).
● Protocolo Facultativo a la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la
Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía (2002).
● Protocolo para prevenir el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire que
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia transnacional
(2003).
● Acuerdo  contra  el  Tráfico  Ilícito  de  Migrantes  entre  los  Estados  Partes  del
MERCOSUR (2004).
● Guía de Actuación regional para la Detección Temprana de Situaciones de Trata
de Personas en Pasos Fronterizos del MERCOSUR y Estados Asociados (2024).

A nivel nacional, Uruguay ha colocado énfasis en la creación y revisión permanente de
protocolos  institucionales  en tanto  herramientas  fundamentales  para  garantizar  una
respuesta rápida,  coordinada y con enfoque de derechos humanos ante el  delito de
trata y explotación de personas.

Se destaca que en el marco del CNTE se aprobó, por el Decreto N.º 42/024, la Guía de
Acción Interinstitucional para situaciones de trata y explotación de personas en Uruguay
-GAI-, la cual establece un flujograma que estructura la ruta propuesta como mecanismo
para  una  efectiva  articulación  y/o  derivación  entre  los  actores  intervinientes  en  la
detección e identificación de posibles situaciones de trata o explotación de personas,
para lograr así una primera respuesta e inicio del proceso de atención a las víctimas y de
la  persecución  del  delito.  Ello  dio  una  nueva  lectura  a  las  competencias  de  cada
institución, renovó acuerdos de trabajo y clarificó las acciones acordadas.  Acompaña
esta aprobación de la Guía la definición de una estrategia hacia su implementación que
el GTA desarrolló durante 2022, 2023 y 2024. Consistió en instancias de capacitación en
todo el territorio nacional, para su cabal implementación entre los diferentes actores
del sistema de respuesta interinstitucional así como del sistema de justicia.
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Avances legislativos.

En la segunda reunión ordinaria del CNTE en 2025, se presentó por parte del GTA una
matriz  de  avances  y  nudos  críticos  a  trabajar  hacia  la  reglamentación  de  algunos
artículos de la Ley Nº 19.643. Actualmente el GTA se encuentra trabajando junto a una
consultoría especializada para la elaboración de una propuesta de reglamentación de la
Ley Nº 19.643, así como recomendaciones para mejorar su implementación.

Servicios  de  atención  a  víctimas  de  trata  y  explotación  de  personas  –
Respuesta estatal

La Ley Nº 19.643 prevé en su artículo 15 la creación del Sistema Interinstitucional de
Respuesta para Situaciones de Trata y Explotación de Personas, el cual debe funcionar
de  manera  integral,  interinstitucional  e  interdisciplinaria  y  descentralizada
territorialmente. Este artículo refuerza y fortalece la respuesta de atención víctimas de
trata  y  explotación  que  Uruguay  venía  ya  desarrollando  desde  2011  (instalación  de
servicios  piloto  de  atención  a  mujeres  adultas  en  Inmujeres  y  a  niños  niñas  y
adolescentes en INAU) creando un marco de coordinación y articulación, y acordando
los servicios y prestaciones mínimas para las víctimas de la trata y la explotación de
personas, al tiempo que define en su art. 16 las competencias institucionales para la
respuesta a las diferentes poblaciones:

● Para la coordinación y articulación de la respuesta respecto a mujeres adultas, la
misma está a cargo del Instituto Nacional de las Mujeres. 

Desde abril de 2025 se retomó la atención que había sido suspendida desde abril de
2024. Cabe señalar  que desde noviembre de 2023 hasta  abril  de 2024,  funcionó un
equipo de atención de emergencia. Actualmente se cuenta con un Servicio de Atención
a mujeres en situación de trata con fines de explotación sexual y/o laboral, dirigido a
mujeres mayores de 18 años (nacionales o extranjeras), que funciona en convenio con la
OSC  Agenda  de  Derechos.  El  Servicio  de  Atención,  está  conformado  por  equipos
técnicos multidisciplinarios, e integra la Red de Servicios por una vida libre de Violencia
de Género del Sistema de Respuesta en Violencia Basada en Género del INMUJERES-
MIDES. El equipo técnico está integrado por 12 técnicos/as para la atención psico-social
y legal, una coordinación y una secretaría. El servicio cuenta con la siguiente modalidad
de cobertura, la atención presencial se realiza en la sede ubicada en Montevideo, en
situaciones  detectadas  en  los  restantes  departamentos  del  país  se  cuenta  con  el
traslado de una dupla del equipo según valoración técnica, y se realiza asesoramiento
psicosocial legal especializado -en modalidad presencial y/o virtual- a equipos técnicos
de todo el país para contribuir en el desarrollo de estrategias de intervención. Asimismo,

21



el  Servicio  realiza  en  el  marco  de  la  atención  diferentes  coordinaciones  con  otros
servicios del Mides y de otros organismos del Estado para complementar la asistencia,
tanto  alimentaria,  de  salud,  habitacional,  regularización  de documentos  entre  otros.
Estas coordinaciones dependen de cada situación abordada, de acuerdo a la necesidad
identificada de la usuaria.

● Para la coordinación y articulación de la respuesta respecto a varones adultos, la
misma está a cargo del Ministerio de Desarrollo Social.

Si bien hasta la actualidad no se ha implementado un Servicio de Atención a varones
adultos,  actualmente  el  MIDES  se  encuentra  en  el  proceso  de  definición  y  diseño
institucional para construcción de esta respuesta específica.

● Para  la  coordinación  y  articulación de la  respuesta respecto a  niños,  niñas  y
adolescentes, la misma está a cargo del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay.

Actualmente se cuenta con 8 equipos de atención directa en territorio (modalidad de
atención en proximidad a las violencias incluida la explotación sexual y trata con estos
fines).  En  el  marco  de  la  Ley  de  Presupuesto  2026-2030  N°20.446,  durante  2026
incrementa  su  atención  en  varios  departamentos  del  país  e  incorpora  servicios  en
algunos en que no contaba con ello en esta modalidad de atención psicosocial.

Cuenta con el Proyecto Travesía para Montevideo que realiza abordajes con víctimas de
explotación  sexual  y  trata  de menores  de 18 años.  En el  mes de junio  implementa
efectivamente en 4 departamentos dispositivos de atención especializada para 15 niños,
niñas y adolescentes víctimas de explotación sexual y trata por servicio (Colonia, Artigas,
Rivera y Maldonado). 

Asimismo, se continúa con el proyecto de orientación itinerante en el resto del territorio
nacional  para  el  abordaje  de  situaciones  de  explotación  y  trata  en  convenio  con  2
organizaciones de la sociedad civil. Esto aumenta la cobertura en atención especializada
en el marco de los objetivos para este periodo quinquenal.

Se destaca que, si bien INAU va aumentando la capacidad de respuesta especializada en
explotación  sexual  y  trata  con  dispositivos  de  anclaje  territorial,  es  importante
considerar  que todos  los dispositivos  existentes,  en sus  diferentes  modalidades,  son
parte de la respuesta de protección para NNA víctimas de dicho problema. INAU como
rector y ejecutor de la política pública para la infancia y adolescencia, da respuesta y
abordaje en sus centros de protección especial donde algunos/as viven por determinado
período de tiempo dando respuesta a la desprotección en las comunidades; articulación
interinstitucional  con la figura de Referente de Vida Libre de Violencia (SIPIAV,  CRL,
CEPRODE,  entre  otros)  para  desarrollar  estrategias  intersectoriales  de  protección  y
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persecución del delito, así como atención y seguimiento de las situaciones detectadas
en términos de trayectoria de vida.

Por  otra  parte,  en  relación  a  la  respuesta  estatal  en  el  exterior,  el  Ministerio  de
Relaciones  Exteriores,  desde  la  Dirección  General  para  Asuntos  Consulares  y  de
Vinculación, se encuentra realizando actualizaciones permanentes a sus protocolos de
actuación  ante  casos  de  emergencia,  entre  ellos  los  protocolos  para  la  asistencia  a
víctimas de trata de personas. En lo que respecta a la asistencia documental y financiera
para que las víctimas puedan retornar a la República, la Ley N° 19.643 es abarcativa y
garantiza esos derechos para las víctimas, asumiendo el Estado Uruguayo - cuando fuera
solicitado por las víctimas-, los costos documentales y de traslado de las mismas hacia
Uruguay (artículo 23, literales D y E de la Ley N° 19.643),  donde son derivadas a los
organismos correspondientes para brindarles todo el apoyo necesario.

Respuesta de protección a víctimas de trata y explotación de personas

Teniendo en cuenta que la Ley Nº 19.643, donde se plantea la interinstitucionalidad de
la  respuesta  en  tema  de  trata  y  explotación  de  personas,  entra  en  vigencia
prácticamente en el mismo momento en que lo hace el Código del Proceso Penal, y por
ende la creación de la Unidad de Víctimas y Testigos, el trabajo de esta Unidad no está
contemplado en la  Ley,  en lo  que respecta  a  su competencia.  Por  ello  ha  sido  una
construcción posterior, intentando respetar el espíritu de lo propuesto por la Ley.

En este escenario la protección y la asistencia de las víctimas pasa a ser competencia de
la Fiscalía General de la Nación. Dentro de las acciones realizadas se puede destacar:

● Acompañamiento de las víctimas en lo que respecta al tránsito por el proceso
penal, lo  que implica generar  un  Plan de Acompañamiento  adecuado a la  situación
concreta,  que  contempla  el  trabajo  en  su  afectación,  participación  de  las  distintas
instancias del proceso penal (declaración en sede administrativa, pericias, declaración
en modalidad de prueba anticipada) y las acciones tendientes a lo que es su atención
integral. Ello conlleva un contacto permanente con las víctimas, que en el primer tiempo
es diario, incluyendo la atención por parte del servicio de guardia de la Unidad, en los
días  y  horas  inhábiles.  A  medida  que  avanza  el  acompañamiento  y  disminuyen  la
afectación y el riesgo, la presencialidad del seguimiento se va distanciando y se inicia su
derivación. La derivación al Sistema Interinstitucional de Respuesta puede ser previa, en
caso de no existir una situación de riesgo que amerite la reserva total.

● Evaluación de su situación de seguridad y la de su entorno. En lo que respecta a
seguridad, se realiza una permanente evaluación del riesgo (ver Instrucción número 9
de la FGN) para poder determinar el nivel de riesgo que implica la situación y desplegar
las  medidas  correspondientes,  incluyendo  la  posibilidad  de  que  sea  ingresada  al

23



Programa de  Medidas  Especiales  de  Protección.  También  puede  incluir  recibir  a  las
víctimas en el aeropuerto, junto con el Ministerio del Interior, si la situación lo amerita;
la recepción inmediata de las mismas luego de un procedimiento de rescate.

En  algunos  casos  puntuales  ha  implicado  la  relocalización,  en  el  caso  de  víctimas
uruguayas, o el otorgamiento de un subsidio de alquiler (del acuerdo que la FGN tiene
con el Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial) para las víctimas extranjeras
que deciden quedarse en Uruguay.

● La atención en salud y las correspondientes coordinaciones se realizan con el
referente  de ASSE asignado para  el  trabajo  con la  UVyT,  por  el  directorio  de dicho
prestador, en el marco del Gabinete Coordinador de Políticas Destinadas a las Víctimas y
Testigos del Delito.

● En lo que refiere a los retornos asistidos y/o las reunificaciones familiares que
tienen que ver con víctimas extranjeras, se han coordinado en su totalidad con OIM y los
Consulados correspondientes (en los casos en los que la investigación no comprometa a
algún funcionario de las oficinas consulares) y sobre todo se han realizado en el último
tiempo, en el que se ha trabajado con grupo de víctimas migrantes de mayor número
(2024-2026).  Los  retornos de las  víctimas uruguayas  se coordinan,  en las que se ha
trabajado hasta el momento, con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

Se identifica que existen avances en la política de trabajo con población migrante, lo
cual facilita las coordinaciones con víctimas migrantes que deciden quedarse en el país.
En el caso de la población que decide volver a su país de origen en general, se mantiene
el acompañamiento hasta su retorno por parte de la UVyT con el apoyo de OIM y los
consulados correspondientes, principalmente porque la respuesta prevista por la Ley
19.643  en  lo  que  respecta  a  la  atención  a  varones,  no  está  resuelta  por  parte  del
Ministerio de Desarrollo Social. Sin embargo, se entiende que la respuesta con la mirada
puesta en víctimas mujeres de trata con fines de explotación sexual, ha hecho que los
dispositivos del Estado están pensados y desarrollados para dar esa respuesta. Ello deja
un vacío importante, el cual fue señalado como uno de los puntos críticos en el último
Consejo de Trata con altas autoridades (diciembre de 2025), en lo que respecta a la
respuesta para varones sobre todo en situación trata con fines de explotación laboral.
Este escenario ha implicado que la Unidad de Víctimas y Testigos ha llenado estos vacíos
y acompañado más allá de sus competencias.
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4. Estado de situación nacional actual 

Existen distintas herramientas para conocer el estado de situación nacional sobre una
problemática  específica,  entre  las  que  se  encuentran  las  fuentes  de  datos  oficiales,
observatorios  estadísticos,  diagnósticos  contextuales,  informes  internacionales  de
seguimiento de compromisos y sus respectivas recomendaciones país, así como datos
recopilados por las organizaciones de la sociedad civil, en particular sobre tendencias
recientes.

En 2011, Uruguay formó parte del Diagnóstico regional “trata de mujeres con fines de
explotación  sexual  en Mercosur”,  el  cual  incluye también capítulos  nacionales  y  fue
realizado en el marco del trabajo de la Reunión de Ministras y Altas Autoridades de la
Mujer (RMAAM) del MERCOSUR en conjunto con el Instituto Social del MERCOSUR.

Asimismo, el  último diagnóstico país fue realizado por sociedad civil,  liderado por la
ONG El Paso y con el apoyo de Inmujeres (aportando datos del servicio de atención). El
mismo se tituló “Dueño de personas, personas con dueño”, fue presentado en 2020 y
coloca el foco en la trata de mujeres con fines de explotación sexual y un incipiente
diagnóstico sobre trata laboral. 

Actualmente se prevé la realización de un nuevo diagnóstico nacional con énfasis en
trata  de  personas  con  fines  de  explotación  laboral  y  la  identificación  de  nuevas
modalidades de explotación, a través del proyecto "Fortalecimiento de los esfuerzos en
la lucha contra la trata de personas en Uruguay a través de mecanismos de protección",
el cual cuenta con el financiamiento del Departamento de Estado de Estados Unidos, y
su ejecución está a cargo de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y
la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) en coordinación
con el Consejo Nacional de Prevención y Combate a la Trata y Explotación de Personas
(CNTE).

En relación  a la  mirada particular  de la  situación de niños,  niñas  y  adolescentes,  el
documento más reciente que se cuenta es un estudio exploratorio desde la perspectiva
de operadoras/es  de  primera  línea:  “Explotación  sexual  comercial  de  niños,  niñas  y
adolescentes en Uruguay:  entornos digitales y respuesta institucional”.  El  mismo fue
realizado  en  2025  por  el  Programa  Género,  Sexualidad  y  Salud  Reproductiva  del
Instituto de Psicología de la Salud de la Facultad de Psicología de la Universidad de la
República,  para  el  Comité  Nacional  para  la  Erradicación  de  la  Explotación  Sexual
Comercial y no Comercial de la Niñez y Adolescencia (CONAPEES), con apoyo del Fondo
de Población de las Naciones Unidas (UNFPA).

En 2025 también se realizó un estudio sobre normativa y jurisprudencia: “Compendio
normativo y jurisprudencial sobre el acceso a la justicia de niñas, niños y adolescentes
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víctimas de explotación sexual y de trata con fines de explotación sexual”, de la Fiscalía
General de la Nación (FGN) con el apoyo del Fondo de Población de las Naciones Unidas
(UNFPA).

Tendencias recientes y factores de riesgo.

Si  bien,  como  fuera  mencionado  no  se  cuentan  con  diagnósticos  nacionales
actualizados, es posible afirmar, a partir del análisis de las situaciones abordadas por las
distintas  instituciones  y  organizaciones  de  la  sociedad  civil,  que  prevalece  la
identificación de situaciones de trata de mujeres con fines de explotación sexual, así
como la  explotación  sexual  de  adolescentes,  y  se  comienza  a  identificar  con mayor
frecuencia situaciones de trata de varones con fines de explotación laboral.

En base a la experiencia y análisis desarrollado con el equipo técnico del Servicio de
Atención a mujeres en situación de trata con fines de explotación sexual y/o laboral de
INMUJERES, en cuanto a la expresión de la problemática en Uruguay, se observa que la
misma va en ascenso en especial por las condiciones de alta vulnerabilidad y exposición
que se están presentando en algunas situaciones de migración internacional, así como el
crecimiento de las redes vinculadas al crimen organizado en el país.

En relación a las tendencias, teniendo una mirada general de la población atendida en el
período, se observan dos perfiles diferenciados en cuanto a las edades: mujeres muy
jóvenes, que ingresan con 18 años a ser atendidas, y mujeres mayores de 50 años. 

En  el  caso  de la  mayoría  de  las  mujeres  mayores  de 50  años,  son  de nacionalidad
uruguaya,  y se caracterizan por una larga trayectoria de vinculación a la explotación
sexual,  por falta  de oportunidades laborales,  bajo nivel  educativo y  vulnerabilidades
múltiples a lo largo de su vida, explotación sexual desde la adolescencia, abuso sexual
intrafamiliar, violencia intrafamiliar, relaciones con parejas que han ejercido violencia
basada en género. Estas mujeres en su mayoría,  no reconocen la situación como un
delito,  ni  se  visualizan  como  víctimas  del  mismo,  no  reconocen  la  presencia  de
indicadores de trata, ni de explotación en su trayectoria de vida, sino que visualizan su
situación como una salida laboral “rápida”, que le permite tener ingresos para subsistir,
ante la falta de otras oportunidades laborales. 

A  diferencia  de  las  referencias  anteriores,  se  observa,  que  las  mujeres  migrantes,
mayormente con nivel  educativo terciario,  reconocen la  captación y  el  engaño,  y  el
verse  en  una  situación  de  explotación  sexual,  que  es  vivenciada  con  vergüenza  y
ocultamiento de la situación. También se identifica un vínculo entre las condiciones de
vulnerabilidad en que se dan algunas trayectorias migratorias, y el riesgo de exposición
a situaciones de explotación y mayor riesgo. 
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En relación a las mujeres jóvenes, están generalmente vinculadas al circuito de consumo
de drogas, lo que las lleva directamente a estar inmersas en las redes de narcotráfico, y
la salida y reconocimiento de la situación de explotación se ve limitado por el efecto del
consumo, y la vinculación a estos circuitos criminales. Se ha evaluado que hay un alto
porcentaje de mujeres uruguayas en comparación con mujeres extranjeras atendidas
por el Servicio de Atención de Inmujeres a diferencia de otros períodos, lo que se valora
al respecto, tiene que ver con el crecimiento de las redes delictivas vinculadas sobre
todo al narcotráfico en el país.

Respecto  a  los  factores  de  riesgo,  además  de  los  vinculados  a  lo  que  se  venía
mencionando, existen factores relacionados al daño que genera la situación de trata con
fines  de  explotación  sexual,  que  se  ven  reflejados  en  la  salud  mental  y  física  que
presentan la mayoría de las usuarias. Esto se suma a las dificultades en el acceso a la
atención inmediata y adecuada en salud mental y física. 

Muchas usuarias del Servicio de Atención de Inmujeres, están o han estado en situación
de calle, por falta de respuesta adecuada a su situación, o por pernoctar en refugios
nocturnos, pensiones u hoteles. Esta falta de respuesta por parte del Estado, ha llevado
a la exposición de esas usuarias a diversos riesgos con las redes de trata o la posibilidad
de la re-captación.

Asimismo,  se  identifica  que  las  formas  de  captación  han  cambiado,  así  como  la
identificación  de  los  responsables.  La  existencia  de  plataformas  digitales  presentan
mecanismos  distintos  de  captación  y  operan  de  forma  tal  que  dificultan  el
reconocimiento de la situación y su denuncia por no identificar un lugar físico ni a las
personas que cometen este delito.

Otro factor que aumenta el riesgo para mantenerse en el circuito de explotación refiere
a la falta de oportunidades laborales acordes a sus necesidades, ya que con lo que se
cuenta  muchas  veces  es  la  derivación  a  programas  sociolaborales  que  tienen  una
duración corta y un salario bajo. Sumado, a que la mayoría tiene un nivel  educativo
insuficiente para competir en el ámbito laboral, y falta de formación y experiencia en
ese sentido.

Otro  riesgo identificado,  es  la  presencia  de  hijos  e  hijas  de  las  mujeres  que  deben
quedar muchas veces al cuidado de personas de las redes de trata o vinculadas a ellas, o
incluso ir al  lugar donde se produce la explotación, estando expuestos/as a diversos
riesgos.

Asimismo, se informa desde la sociedad civil  organizada,  en particular CasAbierta, la
identificación  de  un aumento de la  incidencia de los  entornos  virtuales  tanto  como
modalidad  de  captación  así  como  espacios  donde  sucede  la  explotación.  El  uso  de
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plataforma digitales para el ejercicio del trabajo sexual se vuelve también un espacio
que "seduce-capta"  a  jóvenes y  adolescentes  en busca  de  un  ingreso  "rápido",  con
mínima inversión y movilidad. Esto es especialmente relevante ante los nuevos desafíos
que significa para la detección e identificación de situaciones de riesgo.

Por su parte, el avance de la Inteligencia Artificial (IA) ha significado un factor de riesgo
que  favorece  la  captación  y  el  reclutamiento  de  mujeres  que  se  encuentran  en
situaciones de alta vulnerabilidad. Aunque también pueden aún identificarse formas de
captación menos sofisticadas como la propuesta para niñas y adolescentes de "escuela
de modelos".

Otra tendencia que se puede identificar es la modalidad de estafa relacionadas con las
mujeres  que están  en el  trabajo  sexual  y  que viven  situaciones  de explotación.  Las
mujeres  quedan  investigadas  por  el  delito  de  estafa  cometido  por  sus  "parejas-ex
clientes o familiares", dado que utilizan la identidad de ellas para cometer ilícitos.

Por otra parte,  la utilización de apartamentos  privados para el  trabajo sexual,  surge
también como lugares de explotación,  siendo una modalidad que está en crecimiento
permanente, sobre todo en Montevideo y área metropolitana. Se identifican un número
alto de apartamentos en algunas zonas  específicas donde se observa la alta movilidad
de las mujeres en este circuito. Esta modalidad incrementa la irregularidad, los riesgos
de las trabajadoras y la falta de controles estatales, por la poca visibilidad que tienen.

En  términos  de  migración  y  su  relación  con  la  explotación  sexual,  se  identifica
fuertemente en el último tiempo la tendencia de mujeres cubanas que utilizan Uruguay
como  país  de  tránsito  hacia  EEUU.  Sin  embargo,  y  pese  a  esta  nueva  tendencia
encontramos ciudadanas cubanas que se han establecido en el país desde hace 3 o 4
años, en locales donde se ejerce el trabajo sexual, en condiciones de alta vulnerabilidad,
donde la explotación laboral se manifiesta por ejemplo con días y horas superiores a lo
estipulado y la explotación sexual por ejemplo con exigencias de atender a “clientes de
la casa” sin la remuneración correspondiente.

Por su parte, del trabajo de la Unidad de Víctimas y Testigos (UVyT) de la FGN, surge en
los dos últimos años un viraje en lo que respecta a las víctimas atendidas, dándose un
aumento  significativo  de  varones  migrantes,  en  situación  de  trata  con  fines  de
explotación laboral, siendo un hito, dos situaciones. La primera de ellas, de febrero de
2024, con 27 víctimas varones y 1 víctima mujer, todos migrantes, en situación de trata
con fines de explotación laboral. La segunda, de diciembre de 2025, con 50 víctimas, 49
varones y 1 mujer, migrantes, también en situación de trata con fines de explotación
laboral. Este cambio no es ajeno a lo sucedido en el último tiempo en la Región.

En cuanto a las víctimas mujeres, lo que surge de la atención de la UVyT en este último
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año, es que se han dado situaciones de explotación sexual, con un número importante
de víctimas, todas uruguayas. Es importante señalar también que se dio una situación
en el presente año, donde además del delito de la explotación sexual, los condenados
estaban  siendo investigados  en  el  exterior  por  un  delito  de trata  de niños,  niñas  y
adolescentes (NNA) con fines de adopción, más allá que dicha causa fue sobreseída en
el país de origen de los NNA, es un hito respecto de situaciones en las que aparecen
elementos de delitos conexos.

En el marco de las operaciones llevadas adelante por la Dirección General  de Lucha
Contra el Crimen Organizado e INTERPOL del Ministerio del Interior, surge que desde
hace 5 años atrás, la víctima de trata era casi en exclusividad mujeres, y su captación era
con la finalidad de la explotación con fines sexuales, esto a cambiado en el último lustro,
donde  se  han  realizado  intervenciones  vinculadas  a  trata  con  fines  de  explotación
laboral, cuyas víctimas han sido varones.

Por  lo  cual  se  puede  identificar  como nuevas  tendencias,  un  marcado  aumento del
reclutamiento  mediante  redes  sociales,  aplicaciones  de  mensajería  y  falsas  ofertas
laborales, crecimiento de la explotación facilitada por medios digitales, incremento de
victimas migrantes y en condición de refugiadas,  la diversificación de las modalidades
de  explotación  como  por  ej.  la  subrogación  de  vientre,  el  uso  de  criptomonedas  y
plataformas digitales para ocultar pagos y ganancias ilícitas (lo cual ha sido detectado
por la Dirección de Cibercrimen).

Desde  INAU  se  informa  que  existen  patrones  que  siguen  siendo  identificados  y  se
mantienen  estables  en  el  tiempo  y  de  forma  consistente.  Se  identifica  que  las
principales víctimas continúan siendo adolescentes mujeres, especialmente entre 14 y
16 años, siendo una característica sostenida del fenómeno. 

Las situaciones se detectan,  en su mayoría,  en entornos familiares y comunitarios,  y
refieren a violencias que ocurren en espacios cotidianos, muchas veces invisibilizadas,
donde deberían existir cuidados y garantías. La detección proviene principalmente de
los equipos institucionales de los Centros 24hs de INAU, Centro de Estudio y Derivación
(CED) en el interior del país, Centro de Acogimiento y Fortalecimiento Familiar (CAFF), y
servicios itinerantes. 

Las modalidades más frecuentes siguen siendo los actos sexuales remunerados o con
promesa  de  remuneración,  y  las  llamadas  “parejas  arregladas”.  Son  prácticas
socialmente toleradas  en algunos entornos,  pero son delitos  graves  y así  deben ser
tratados. 

Asimismo se identifica que detrás de cada situación suelen coexistir otras vulneraciones,
tales  como violencia  intrafamiliar,  carencias  socioeconómicas,  abuso sexual  previo o
presencia de violencia sexual en el entorno inmediato. 
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Los  principales  ámbitos  donde  se  ejerce  la  explotación  sexual  son  domicilios
particulares, seguidos por espacios públicos o combinaciones de ambos. Esta realidad
nos obliga a mirar también lo que sucede puertas adentro. La protección no se restringe
a la calle: debe incluir lo íntimo, lo doméstico, lo cotidiano. Algunos datos que surgen a
partir de aspectos cualitativos relevados por los equipos presentes en territorio señalan
la problemática del crimen organizado, la presencia de economías ilegales que operan
en las lógicas barriales colocando aspectos de riesgo para el desarrollo integral de niñas,
niños  y  adolescentes.  Impactando  en  la  capacidad  protectora  de  las  comunidades,
instalando brechas de desprotección en la cotidianidad de las niñeces y adolescencias. 

Los abordajes fragmentados y que no contemplan la trayectoria de vida de las víctimas
constituye también un factor de riesgo,  en tanto los recorridos vitales,  las  múltiples
vulneraciones de derechos y el abordaje asistemático de los daños producidos por estas
formas de violencia, configuran biografías en las que la acumulación de afectaciones
interpela la actuación integral del Estado.

Indicadores clave

A partir del trabajo en territorio realizado por las organizaciones de la sociedad civil,
donde CasAbierta tiene llegada a 30 locales (prostíbulos, wiskerias y casas de masaje)
con una cantidad de contactos de 180 mujeres al  mes, se identifican indicadores de
trata con fines de explotación sexual que continúan siendo constantes en la mayoría de
los espacios donde se ejerce el trabajo sexual. En este ámbito se reconoce que algunas
mujeres están expuestas a una doble explotación, la sexual y laboral. Dado que en el
contexto del trabajo sexual regulado, conviven situaciones de explotación por parte de
los dueños-encargados y clientes.

Algunos de los indicadores son: alta movilidad de las mujeres en el trabajo sexual, hacia
el  interior  y  en  Montevideo;  dormir  en  el  lugar;  prácticas  abusivas  (sexuales  y  de
consumo de sustancias); restricción del horario para alimentación; multas; exigencias de
más  horas  de  trabajo;  sometimiento  a  las  “reglas  de  la  casa”;  uso  de  imagen  sin
autorización para promoción de locales; estafas, sometimiento a tratamientos estéticos
no  habilitados,  como  obligación  para  permanecer  trabajando;  control  de  las
trabajadoras  a  través  de  circuito  cerrado  de  cámaras,  a  favor  del  “cliente”;
desapariciones.

Datos e información   estadística   

La Fiscalía General de la Nación y el Ministerio del Interior de Uruguay cuentan con un
sistema de interoperabilidad que conecta en tiempo real el Sistema de Información del
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Proceso  Penal  Acusatorio  (SIPPAU/CIPAU)  de  la  FGN  con  el  Sistema  de  Gestión  de
Seguridad Pública (SGSP)  del  Ministerio  del  Interior.  Esta infraestructura  tecnológica
compartida  permite  agilizar  los  procesos  de  justicia  y  seguridad  mediante  distintas
funciones clave.

Por  su  parte,  el  Sistema  Interinstitucional  de  Respuesta  no  cuenta  con  esta
interopertividad,   existen limitaciones en los sistemas de información, y diferencias en
los  criterios  de  registro,  cuya  fragmentación  no  permite  al  momento  contar  con
sistemas  unificados.  No  obstante,  se  destaca  la  voluntad  y  reconocimiento  de  la
necesidad de avanzar en este sentido.

Asimismo, no se cuenta al momento con un mecanismo interinstitucional de puesta en
conocimiento  de  las  situaciones  de  trata  y  explotación  de  personas,  entre  las
instituciones que integran el Sistema Interinstitucional de Respuesta, y el Sistema de
Justicia,  que  permita  estableciendo  procedimientos  acordados  avanzar  en
investigaciones  pro  activas  garantizando  la  voluntad  de  las  víctimas.  Una  de  las
particularidades  que  presenta  nuestro  país  es  que  la  Ley  Nº  19.643  expresa  en  su
artículo 3 Inciso H sobre principios  rectores  que “las  instituciones del  Estado deben
adoptar las medidas para asegurar la atención integral de las víctimas de la trata y de la
explotación de personas, hayan interpuesto o no la denuncia penal”. 

Por su parte, INAU junto a OPP inició en 2025 la implementación de un nuevo sistema
informático de registro, una herramienta diseñada específicamente para fortalecer el
trabajo  de  los  equipos  de  campo y  la  toma de  decisiones.  Este  software  incorpora
mejoras sustantivas en relación a la mayor protección de la identidad de las víctimas,
estándares avanzados de privacidad y resguardo, protocolos de acceso seguros, mejor
organización  de  la  información,  evita  duplicaciones  y  errores,  y  permite  construir
indicadores confiables y útiles para la política pública. Actualmente está en ejecución la
fase de capacitación, carga inicial y ajuste operativo. Este es un proceso necesario para
garantizar  calidad y rigor en los registros futuros.  Por esa razón,  al  momento no es
posible  presentar  cifras  consolidadas,  priorizando  que  la  información  difundida  sea
exacta, segura y verificada.

A continuación se presentan los registros estadísticos que se cuentan al momento del
presente informe, los mismos abarcan el período 1 de enero de 2025 a 31 de diciembre
de 2025.

31



Los siguientes datos son proporcionados por el Sistema de Información de Género (SIG)
en base a registros del  Sistema de Respuesta a  la  VBG de INMUJERES – MIDES,  en
relación a las mujeres atendidas por el Servicio de Atención a Mujeres en Situación de
Trata con fines de explotación sexual y/o laboral.

Cantidad de mujeres atendidas en el período referido 37

Fuente: Sistema de Información de Género en base a registros del Sistema de Respuesta a la VBG de Inmujeres - Mides

Porcentaje de mujeres ingresadas al Servicio de Atención, según nacionalidad:

Nacionalidad Porcentaje

Cubana 5,00%

Dominicana 39,00%

Uruguaya 42,00%

Otras nacionalidades 13,00%

Total 100,00%

Fuente: Sistema de Información de Género en base a registros del Sistema de Respuesta a la VBG de Inmujeres - Mides

Porcentaje de mujeres ingresadas al Servicio de Atención, según tramo de edad:

Tramo de edad Porcentaje

menores de 18 años 0,00%

de 18 a 25 años 24,00%

de 26 a 35 años 29,00%

mayores de 35 años 47,00%

Total 100,00%

Fuente: Sistema de Información de Género en base a registros del Sistema de Respuesta a la VBG de Inmujeres - Mides

Porcentaje de mujeres ingresadas al Servicio de Atención, según ascendencia:

Ascendencia Porcentaje

Afro 55,00%

No afro 32,00%

Sin datos 13,00%

Total 100,00%

Fuente: Sistema de Información de Género en base a registros del Sistema de Respuesta a la VBG de Inmujeres - Mides
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Porcentaje de mujeres ingresadas al Servicio de Atención, según tipo de trata (interna,
internacional o ambas):

Tipo de trata (interna, internacional o ambas) Porcentaje

Ambas 0,00%

Interna 26,00%

Internacional 63,00%

Sin datos 11,00%

Total 100,00%

Fuente: Sistema de Información de Género en base a registros del Sistema de Respuesta a la VBG de Inmujeres - Mides

Porcentaje de mujeres ingresadas al  Servicio de Atención,  según modalidad de trata
(laboral, sexual o ambas):

Modalidad de trata (laboral, sexual o ambas) Porcentaje

Trata laboral 3,00%

Trata Sexual 66,00%

Trata Sexual Laboral 13,00%

Sin datos 18,00%

Total 100,00%

Fuente: Sistema de Información de Género en base a registros del Sistema de Respuesta a la VBG de Inmujeres - Mides
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Los  siguientes  datos  son  proporcionados  por  la  Fiscalía  General  de  la  Nación,  en
coordinación  con  el  Ministerio  del  Interior.  Previamente  se  detallan  algunas
consideraciones metodológicas.

Los datos del presente informe pueden no coincidir con informes anteriores debido al
rezago en la carga de resultados de audiencia y a los controles de calidad realizados
desde  Ministerio  del  Interior  (MI)  y  la  Fiscalía  General  de  la  Nación  (FGN).  Suelen
verificarse  modificaciones  de  algunos  registros  de  meses  anteriores,  los  que  son
marginales y no alteran las tendencias descriptas.

La información sobre las personas imputadas responde al período establecido entre el
01/01/2025 y el 31/12/2025 según la fecha de la primera audiencia de formalización.
Por lo que las personas con condena pueden no coincidir con las que fueron imputadas
debido a que una persona condenada pudo ser imputado en otros años.

Es importante advertir que un mismo individuo puede eventualmente ser imputado en
más de una oportunidad por denuncias diferentes y ser imputado por varios delitos en
una misma denuncia. Por tanto,  se contabiliza las imputaciones a personas,  esto es,
cada vez que un individuo es imputado en el marco de una denuncia. 

A su vez, es bueno informar que para la generación de este informe se tomaron en
consideración los siguientes delitos:
• Los sancionados en la ley N° 19.643 (incorporados al C. Penal):
Artículo 280. (Reducción de personas a la esclavitud, servidumbre o trabajo forzoso).
Artículo 280 bis. (Esclavitud sexual).
Artículo 280 ter. (Unión matrimonial o concubinaria forzada o servil).
Artículo 280 quater. (Prostitución forzada).
Artículo 280 quinquies. (Apropiación de niñas, niños o adolescentes para la adopción).
• Los  sancionados  por  ley  N°  17.815  (pornografía  infantil,  contribución  a  la
prostitución de menores de edad, retribución a menores de edad, etc).
• Los  sancionados  por  ley  de  migraciones  N°  18.250,  artículos  77  (tráfico),  78
(trata) y 79 (facilitación).
• Proxenetismo (Ley 8.080).
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Delitos de Trata de Personas y asociados

La  cantidad  de  personas  imputadas,  según  la  fecha  de  la  primera  audiencia  de
formalización  entre  el  01/01/2025  y  el  31/12/2025,  por  alguno  de  los  delitos
mencionado en las consideraciones metodológicas fue de 81. 

Cuadro N° 1. Personas imputadas por al menos un delito de “Trata y Asociados” en el
año 2025 según sexo y edad en tramos.

EDAD EN TRAMOS FEMENINO MASCULINO TOTAL

ENTRE 18 Y 29 AÑOS 4 24 28

ENTRE 30 Y 59 AÑOS 9 36 45

MAYORES DE 60 AÑOS 0 5 5

MENORES DE 18 AÑOS 0 3 3

TOTAL 13 68 81

Fuente: Elaboración propia en base a datos del SIPPAU, actualizados al 05/06/2026.

Cuadro N° 2. Personas imputadas por al menos un delito de “Trata y Asociados” en el
año 2025 según sexo y edad en tramos.

DEPARTAMENTO DEL HECHO PERSONAS FORMALIZADAS

ARTIGAS 5

CANELONES 2

COLONIA 1

MALDONADO 3

MONTEVIDEO 41

PAYSANDU 4

RIVERA 8

ROCHA 3

SAN JOSE 1

SORIANO 3

TACUAREMBO 9

TREINTA Y TRES 1

TOTAL 81

Fuente: Elaboración propia en base a datos del SIPPAU, actualizados al 05/06/2026.
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En el cuadro N° 3 se identifica los delitos imputados teniendo en consideración que una
persona puede ser imputada por más de un delito en el marco de una misma denuncia. 

DELITOS IMPUTADOS PERSONAS IMPUTADAS

COMERCIO Y DIFUSIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO CON MENORES O 
INCAPACES

24

RETRIBUCIÓN O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES DE EDAD O 
INCAPACES …

9

TRATA DE PERSONAS 9

PROXENESTISMO 7

CONTRIBUCIÓN A LA EXPLOTACIÓN SEXUAL DE PERSOS MENORES DE EDAD O 
INCAPACES

6

FABRICACIÓN O PRODUCCIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO CON 
UTILIZACIÓN DE PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES

5

ABUSO SEXUAL / RETRIBUCIÓN O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A PERSOS 
MENORES DE EDAD O INCAPACES …

3

ABUSO SEXUAL / ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO / RETRIBUCIÓN 
O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES …

1

FACILITAMIENTO DE COMERCIALIZACIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO CON 
MENORES O INCAPACES / ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO / 
CONTACTO POR MEDIOS INFORMÁTICO O SIMILAR, A MENORES DE EDAD 
PARA PARA COMETER UN DELITO CONTRA SU INTEGRIDAD SEXUAL O HACER 
ALGO CONTRA SU VOLUNTAD

1

ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO / VIOLENCIA DOMÉSTICA / 
FABRICACIÓN O PRODUCCIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO CON 
UTILIZACIÓN DE PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES

1

ABUSO SEXUAL / DESACATO-RETRIBUCIÓN O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A 
PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES …

1

RETRIBUCIÓN O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES DE EDAD O 
INCAPACES … / ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO

1

ABUSO SEXUAL / FABRICACIÓN O PRODUCCIÓN DE MATERIAL 
PORNOGRÁFICO CON UTILIZACIÓN DE PERSOS MENORES DE EDAD O 
INCAPACES / ESTUPEFACIENTES

1

CONTRIBUCIÓN A LA EXPLOTACIÓN SEXUAL DE PERSOS MENORES DE EDAD O 
INCAPACES / FABRICACIÓN O PRODUCCIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO 
CON UTILIZACIÓN DE PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES

1

ABUSO SEXUAL / FABRICACIÓN O PRODUCCIÓN DE MATERIAL 
PORNOGRÁFICO CON UTILIZACIÓN DE PERSOS MENORES DE EDAD O 
INCAPACES

1

ABUSO SEXUAL / ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO / ABUSO 
SEXUAL SIN CONTACTO CORPORAL / RETRIBUCIÓN O PROMESA DE 
RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES

1
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ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO / RETRIBUCIÓN O PROMESA DE 
RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES … / CONTACTO 
POR MEDIOS INFORMÁTICO O SIMILAR, A MENORES DE EDAD PARA PARA 
COMETER UN DELITO CONTRA SU INTEGRIDAD SEXUAL O HACER ALGO 
CONTRA SU VOLUNTAD / DESACATO

1

ABUSO SEXUAL / ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO / RETRIBUCIÓN 
O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES … /
ABUSO SEXUAL SIN CONTACTO CORPORAL

1

VIOLENCIA DOMÉSTICA / HOMICIDIO / PROXENESTISMO 1

RETRIBUCIÓN O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES DE EDAD O 
INCAPACES … / FABRICACIÓN O PRODUCCIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO 
CON UTILIZACIÓN DE PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES / COMERCIO 
Y DIFUSIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO CON MENORES O INCAPACES

1

COMERCIO Y DIFUSIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO CON MENORES O 
INCAPACES / RETRIBUCIÓN O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES
DE EDAD O INCAPACES …

1

ABUSO SEXUAL / COMERCIO Y DIFUSIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO CON 
MENORES O INCAPACES

1

CONTACTO POR MEDIOS INFORMÁTICO O SIMILAR, A MENORES DE EDAD 
PARA PARA COMETER UN DELITO CONTRA SU INTEGRIDAD SEXUAL O HACER 
ALGO CONTRA SU VOLUNTAD / COMERCIO Y DIFUSIÓN DE MATERIAL 
PORNOGRÁFICO CON MENORES O INCAPACES

1

ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO / COMERCIO Y DIFUSIÓN DE 
MATERIAL PORNOGRÁFICO CON MENORES O INCAPACES

1

ABUSO SEXUAL ESPECIALMENTE AGRAVADO / ABUSO SEXUAL / RETRIBUCIÓN 
O PROMESA DE RETRIBUCIÓN A PERSOS MENORES DE EDAD O INCAPACES …

1

TOTAL 81

Fuente: Elaboración propia en base a datos del SIPPAU, actualizados al 05/06/2026.
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Los  siguientes  datos  son  proporcionados  por  el  Poder  Judicial,  en  relación  a  las
condenas sobre los delitos de trata y delitos conexos y/o que implican explotación de
personas en sus diferentes modalidades, tales como:

– los  sancionados  en  la  Ley  integral  N°19.643  (incorporados  al  Código  Penal):
Artículo 280. (reducción de personas a la esclavitud, servidumbre o trabajo forzoso);
Artículo 280 bis. (esclavitud sexual); Artículo 280 ter. (unión matrimonial o concubinaria
forzada o servil);  Artículo 280 quater.  (prostitución forzada);  Artículo 280 quinquies.
(apropiación de niñas, niños o adolescentes para la adopción);
– los  sancionados  por  Ley  N°17.815  (pornografía  infantil,  contribución  a  la
prostitución de menores de edad, retribución a menores de edad, etc.);
– los sancionados por Ley de migraciones N°18.250, artículos 77 (tráfico), 78 (trata)
y 79 (facilitación);
– proxenetismo (Ley 8.080).

Personas condenadas por TRATA CON FINES DE EXPLOTACIÓN SEXUAL 65

De la cifra mencionada anteriormente, 5 personas  fueron condenadas bajo leyes  contra la trata de
personas. De las cuales 3 personas fueron condenadas por el art. 78 de la Ley de Migración y 2 personas
por condenadas por art. 77 de la Ley de Migración. 

De la cifra mencionada anteriormente, 60 personas  fueron condenadas bajo leyes no vinculadas a la
trata de persona. De las cuales 54 personas condenadas por delitos comprendidos en la Ley 17.815, 2
personas por prostitución forzada, 1 por proxenetismo, 3 personas por apropiación de NNA para la
adopción.

Personas condenadas por TRABAJO FORZADO 5

De la cifra mencionada anteriormente, 3 personas son las mismas condenadas por el art. 78 de la Ley de
Migración a las que también se les tipificó Reducción a la esclavitud, servidumbre o trabajo forzoso, y 2
personas fueron tipificadas por Prostitución forzada.

Los  siguientes  datos  son  proporcionados  por  la  Organización  de  la  Sociedad  Civil
CasAbierta:

Mujeres con indicadores de explotación sexual y laboral 76

Mujeres en situación de Trata 5

Sobrevivientes de explotación sexual 11
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5. Informe de gestión del período

Prioridades definidas

A partir del 1ero de marzo de 2025 asumen las nuevas autoridades de gobierno nacional
para el  período 2025-2030,  por lo que durante  el  2025 se reinstaló el  CNTE el  cual
retomó sus reuniones ordinarias anuales, así como también lo hizo su Grupo Técnico
Asesor.

En 2025, las autoridades valoraron que continúa vigente la necesidad de avanzar en
base a las prioridades definidas por el primer CNTE en 2019, a saber:

● Actualizar el estado de situación en nuestro país  para contar con información
cuantitativa, así como con una descripción cualitativa en relación a las características de
la problemática y sus manifestaciones a nivel nacional. Mostrar el fenómeno de trata
interna,  el  modus  operandi  de  los/as  tratantes  y  las  modalidades  de  explotación
detectadas.

● Fortalecer el Sistema Interinstitucional de Respuesta para situaciones de trata
y explotación de personas,  prestando especial  atención a las respuestas en materia
habitacional, a la inserción laboral, la integración socio-cultural y a los distintos factores
que colaboran con el proceso de salida de la situación de trata. También, implementar
servicios específicos de atención a varones en esta situación. (Art. 16 Ley 19.643).

● Contar con un Protocolo de Actuación Interinstitucional, que contemple los ejes
de la política pública vinculados a la prevención de la trata y explotación de personas, la
atención y protección de las víctimas y la persecución del delito.

● Reconocer los desafíos que representan las zonas de frontera, el desarrollo de
polos productivos, y zonas con atractivo turístico, ante la prevención de situaciones de
trata de personas y la persecución del delito, subrayando la importancia de profundizar
el proceso de descentralización de la política.

Asimismo, desde el CNTE se definió dar continuidad a las acciones comprometidas en el
“II Plan Nacional de Acción para la Prevención y Combate a la Trata y Explotación de
Personas, 2022-2024”, mientras se avanza en su implementación y hasta que entre en
vigencia el III Plan Nacional que se estará elaborando durante el segundo semestre de
2026.
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Principales avances, acciones implementadas y productos generados

A nivel interinstitucional

Actualmente el GTA del CNTE ha definido continuar con reuniones mensuales ordinarias
para avanzar en las distintas líneas priorizadas, de las que se destacan el trabajo con
consultorías  especializadas  a  través  del  apoyo  de  la  OIM.  Por  un  lado  se  inició  la
construcción de una propuesta de anteproyecto de reglamentación de la Ley Nº 19.643,
que se prevé su finalización para el segundo semestre de 2026. Por otro lado se esta
realizando un Diagnóstico del Sistema Interinstitucional de Respuesta para situaciones
de Trata y Explotación de Personas, cuyos avances serán presentados en la 1ra reunión
anual del 2026 del CNTE.

En  marzo  de  2026,  en  la  sede  de  la  Institución  Nacional  de  Derechos  Humanos  y
Defensoría  del  Pueblo,  se  realizaron  dos  actividades  vinculadas  a  la  prevención  y
combate de la trata de personas y el  tráfico ilícito de migrantes: el lanzamiento del
proyecto "Fortalecimiento de los esfuerzos en la lucha contra la trata de personas en
Uruguay a través de mecanismos de protección", y el traspaso de la Presidencia Pro
Tempore  (PPT)  a  Uruguay  de  la  Plataforma  Regional  contra  la  Trata  de  Personas  y
Tráfico Ilícito de Migrantes (PRETT).

Es de destacar que el Proyecto “Fortalecimiento de los esfuerzos en la lucha contra la
trata de personas en Uruguay a través de mecanismos de protección” (Proyecto TIP),
cuenta  con el  financiamiento  del  Departamento  de Estado  de  Estados  Unidos,  y  su
ejecución está a cargo de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y la
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) en coordinación con
el  Consejo Nacional  de  Prevención y  Combate a  la  Trata  y  Explotación  de Personas
(CNTE).

A través del mismo, se apoyará al Gobierno de la República Oriental del Uruguay en sus
esfuerzos para abordar las brechas identificadas en la estrategia actual para combatir la
Trata de Personas en Uruguay, fortaleciendo las políticas y los mecanismos de respuesta
integral destinada a identificar proactivamente, asistir, proteger, investigar, procesar y
enjuiciar los casos de trata de personas, en particular con fines de explotación laboral,
con énfasis en víctimas varones. El período de ejecución de este proyecto es 2026-2029.
Para la gestión y ejecución del proyecto se conformó un Grupo técnico coordinador del
Proyecto TIP integrado por representantes técnicos del CNTE (Ministerio de Desarrollo
Social,  Ministerio  del  Interior,  Ministerio  de  Trabajo  y  Seguridad  Social,  Instituto
Nacional de las Mujeres, Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, Fiscalía General
de la Nación), junto con las agencias de Naciones Unidas (OIM y UNODC). 
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En el marco de la ejecución del Proyecto TIP, para el 2do semestre de 2026, se propuso
y acordó la construcción del  III  Plan Nacional  de Prevención y Combate a la Trata y
Explotación de Personas, para el cual se propone realizar un proceso de participación
descentralizada, de modo de recoger insumos de los territorios a nivel nacional.

Posteriormente se definió la realización de los siguientes productos en el período
de ejecución del Proyecto TIP:
● Realización  de  un  trabajo  orientado  a  la  descentralización  del  CNTE  y  la
definición del mecanismo de trabajo a nivel territorial
● Elaboración de un diagnóstico nacional sobre trata y explotación de personas
con especial foco en trata laboral.
● Elaboración de un Protocolo interinstitucional para el abordaje de situaciones de
trata  y  explotación  de  personas  y  la  realización  a  nivel  nacional  de  capacitaciones
especializadas para su implementación.
● Diseño  e  implementación  de  un  mecanismo  de  coordinación  técnica  para  la
concreción de la puesta en conocimiento al Sistema de Justicia de las situaciones de
trata  y  explotación  de  personas  atendidas  por  el  Sistema  interinstitucional  de
Respuesta.

Por  otra  parte,  en  relación  a  la  Presidencia  Pro  Tempore  (PPT)  de  Uruguay  de  la
Plataforma Regional contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes (PRETT),
se destacan a la fecha la realización de la 1er reunión de puntos focales de los países
integrantes de la PRETT, donde se presentó e intercambió sobre el plan de trabajo anual
propuesto por la PPTU; y la realización del foro virtual de intercambio sobre el vínculo
entre las desapariciones de mujeres y adolescentes y posibles situaciones de trata de
personas,  orientado  a  compartir  experiencias,  avances  y  desafíos  entre  los  países
miembros de la PRETT.

Asimismo, en un marco de mutua colaboración se concretó un acuerdo de trabajo con la
Oficina  regional  de  ONUMujeres  para  las  Américas  y  el  Caribe  para  contar  con  su
asistencia técnica para llevar adelante un relevamiento regional para la identificación de
evidencia de la relación entre desapariciones de mujeres y adolescentes y situaciones de
trata de personas, así como detectar vacíos de información, desafíos metodológicos y
oportunidades  de  fortalecimiento  institucional.  El  trabajo  exploratorio  se  encuentra
recientemente iniciado, y se espera contar con los resultados hacia finales del 2026.

También, en el marco de la PRETT, se iniciaron coordinaciones con la Presidencia Pro
Tempore de la  Coalición Regional  contra la  Trata  de Personas  y  el  Tráfico Ilícito  de
Migrantes (CORETT), llevada adelante actualmente por Guatemala, con el objetivo de
conocer los respectivos planes de trabajo e identificar posibles sinergias entre ambos
espacios de articulación.
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Los días  14 y 15 de mayo,  tuvo lugar  la 8va Reunión de Autoridades Nacionales en
materia de Trata de Personas de la OEA, contando con la intervención de la Directora de
INMUJERES, Dra. Mónica Xavier en su calidad de Presidencia del CNTE, y la participación
virtual  de  una  delegación  nacional  conformada  por  las  instituciones  del  CNTE  que
definieron representación. Es de destacar que desde Uruguay se realizaron aportes al
Proyecto de Recomendaciones que fueron considerados en su gran mayoría.

A nivel institucional

El Ministerio de Defensa Nacional (MDN) viene desarrollando una política institucional
sostenida en materia de prevención, detección y combate de la trata y explotación de
personas, mediante la articulación de las capacidades de las distintas dependencias y
Fuerzas que integran esta Secretaría de Estado, en cumplimiento de los compromisos
asumidos por el país y en consonancia con los objetivos establecidos en el Plan Nacional
de Acción para la Prevención y Combate de la Trata y la Explotación de Personas.

En  este  marco,  el  Ministerio  de  Defensa  Nacional  se  encuentra  en  proceso  de
consolidación  una  coordinación  interna  permanente  que  integra  a  los  distintos
organismos competentes, con el propósito de fortalecer la planificación, coordinación e
intercambio de información, optimizando las acciones preventivas y de respuesta frente
a esta problemática. En ese sentido, ya se han iniciado instancias de trabajo conjunto
con los representantes de las distintas dependencias involucradas.

En el ámbito de las operaciones de paz, el MDN también ha incorporado esta temática
como un eje prioritario de actuación. Considerando que la trata de personas constituye
una  problemática  recurrente  en  diversos  escenarios  donde  Uruguay  despliega
contingentes militares, se ha asumido el compromiso de fortalecer la sensibilización y
capacitación del personal previo a su despliegue.

En esa línea, la Escuela Nacional de Operaciones de Paz del Uruguay (ENOPU) incorpora
contenidos  específicos  sobre  trata  de  personas  dentro  de  los  módulos  de Derechos
Humanos, Protección de Civiles y Prevención del Reclutamiento de Niños en Conflictos
Armados, fortaleciendo las capacidades del personal militar para identificar, prevenir y
actuar  frente  a  estas  situaciones  durante  el  cumplimiento  de  las  misiones
internacionales.

Del mismo modo, el MDN proyecta incorporar esta temática a los procesos de inducción
del personal que ingresa a la Institución, complementando la formación ya existente en
materia de igualdad de género y prevención del acoso y abuso laboral y sexual.
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En concordancia con los lineamientos del Plan Nacional de Acción, el MDN ha definido
como líneas prioritarias de trabajo para el corto y mediano plazo:
● Consolidar la coordinación institucional entre todos los organismos competentes
del Inciso.
● Realizar jornadas de sensibilización dirigidas al personal que desarrolla funciones
directamente  vinculadas  al  control  de  fronteras,  puertos,  aeropuertos  y  vigilancia
territorial.
● Implementar talleres de capacitación destinados al funcionariado del Ministerio
y a los centros de enseñanza militar.
● Fortalecer  las  acciones  de  prevención  mediante  la  distribución  de  material
informativo  y  herramientas  de  sensibilización  a  los  distintos  puntos  focales  del
Ministerio.
● Profundizar la incorporación transversal de la temática de trata de personas en
los procesos de formación, capacitación y actualización permanente del personal.

Estas  acciones  reconocen además  la  diversidad  territorial  del  país,  considerando  las
particularidades que presentan las zonas  fronterizas,  los polos turísticos,  los centros
productivos  y  las  áreas  costeras,  procurando  desarrollar  respuestas  diferenciadas  y
adaptadas a las características propias de cada región.

Todas estas líneas de trabajo se encuentran plenamente alineadas con los cometidos
establecidos en los artículos 1 y 2 de la Ley N.º 18.650, Ley Marco de Defensa Nacional.
En efecto,  dicha norma dispone que la Defensa Nacional  comprenda el  conjunto de
actividades civiles y militares orientadas a preservar la soberanía, la independencia, la
integridad  territorial,  la  paz  de la  República,  la  protección  de  la  población  y  de  los
recursos estratégicos, mediante la coordinación de las capacidades del Estado. En ese
sentido, las acciones impulsadas por el MDN en materia de prevención y combate de la
trata de personas constituyen una expresión concreta de ese enfoque integral  de la
defensa, en tanto contribuyen a la protección de los derechos fundamentales de las
personas, al fortalecimiento de la seguridad en las fronteras y a la preservación de los
intereses nacionales frente a una amenaza compleja y de carácter transnacional.

Desde  INAU  se  informa  que  los  principales  avances  refieren  a  la  consolidación  y
aumento  de  equipos  especializados,  producción  de  evidencia  brindada  por  dichos
equipos, incorporación del componente digital realizando investigación con la UDELAR;
ampliación territorial con Referente de Vida Libre de Violencia a nivel nacional; CRL de
SIPIAV y dispositivos de reparación del daño; fortalecimiento de la formación de equipos
en territorio tanto oficiales como en convenio con el Instituto y el desarrollo de nuevas
investigaciones.

Por  otra  parte,  se  destaca  la  realización  por  parte  del  Ministerio  del  Interior  de  la
aprobación del Decreto N.º 262/2019 del Protocolo de Actuación Policial: Detección e
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investigación  en  trata,  tráfico  y  explotación  de  personas,  el  cual  crea  un  marco
normativo para el procedimiento de actuación policial en la temática.

La Dirección Nacional de Políticas de Género en el marco del Programa de Seguridad
Ciudadana  BID,  contrató  una  consultora  para  la  actualización  del  citado  decreto  así
como  la  elaboración  de  dos  guías  de  detección  de  situaciones  de  trata,  tráfico  y
explotación  de  personas,  con  foco  en  personas  migrantes  y  en  situación  de
vulnerabilidad, con las Direcciones Nacionales de Migración e Identificación Civil, dichas
Guías  están  en  proceso  de  aval  de  las  autoridades  ministeriales. En  relación  a  la
actualización del marco normativo del Decreto N.º 262/2019, se está trabajando en la
revisión del mismo y su posterior aprobación. 

Actualmente, se realizó la contratación de una consultoría a fin de realizar un Programa
de  formación  al  personal  policial  en  base  a  la  normativa  interna  aprobada  a  nivel
nacional para el presente año y el 2027, en conjunto con la impresión de folletería para
el personal y de las Guías de detección de situaciones de trata, tráfico y explotación de
personas  para  las  Direcciones  Nacionales  de Migración e Identificación Civil,  y  de la
actualización del Decreto N.º 262/2019.

En el marco de la profesionalización del personal policial se han realizado diferentes
instancias formativas con relación a la temática, incorporando la misma a la currícula de
formación  de  la  Dirección  Nacional  de  la  Educación  Policial  (DNEP).  Y  desde  esta
Dirección Nacional se realizan cursos de más de 25 horas docentes a través del portal
educativo en formato virtual asincrónico, en el 2025 se realizaron 2 ediciones y en lo
que va del 2026 se va realizando 1 edición. 

Durante el período de referencia el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social continuó el
desarrollo  de la  Guía  del  MTSS  para la  detección,  la  actuación  y  el  tratamiento  de
situaciones de trata y explotación de personas, con la participación de integrantes de
distintas Unidades Ejecutoras del Inciso. En el marco del Proyecto TIP se acordó una
revisión de los contenidos avanzados al momento en dicha Guía así como la recepción
de comentarios y eventuales observaciones.

La Unidad de Víctimas y Testigos de la Fiscalía General de la Nación cuenta desde el año
2020  con  un  protocolo  interno  sobre  “Trata  de  personas  con  fines  de  explotación
sexual”.  En  el  año  2026  inició  el  proceso  de  redacción  del  protocolo  de  “Guía  de
intervención para la Unidad de Víctimas y Testigo, en caso de trata de personas con
fines de explotación laboral”, que se presentará el 30 de julio de 2026. La redacción está
a cargo de la misma Unidad, con el apoyo de OIM.

El  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  desde  la  Dirección  General  para  Asuntos
Consulares y de Vinculación, se encuentra realizando actualizaciones permanentes a sus
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protocolos de actuación ante casos de emergencia, entre ellos los protocolos para la
asistencia a víctimas de trata de personas,  y en particular  el  Protocolo de actuación
sobre Trata de mujeres,  niñas,  niños y adolescentes con fines de explotación sexual
comercial (elaborado en 2011, en estado de revisión y actualización).

El Instituto Nacional de las Mujeres del Ministerio de Desarrollo Social se encuentra en
proceso  de  actualización  del  Protocolo  de  Actuación  para  el  Servicio  Nacional  de
Atención a Mujeres en situación de trata con fines de explotación sexual y/o laboral. A
su vez, cumpliendo con la responsabilidad de la secretaría técnica del CNTE ha liderado
el  trabajo  del  GTA  y  subgrupos  de  trabajo  definidos  para  este  período.  Realizó  la
propuesta de Plan de Trabajo para la PPT de la PRETT, y coordina su ejecución junto a la
Secretaria técnica de la Plataforma regional. 

En  marzo  2026,  en  el  marco  del  Proyecto  Fighting  Labour  Exploitation  through
Education - Agricultural Sector (FLEE-ASSET) y con financiamiento de la Unión Europea a
través  del  programa  Erasmus+,  se  realizó  el  curso  Trata  de  personas  con  fines  de
explotación laboral en el sector agrícola con una carga horaria de 15 horas. El mismo fue
dictado por los docentes Dra. Lucía Remersaro, Dra. Lucía Giudice y Lic. Daniel Zubillaga
(Facultad de Derecho, UdelaR). Se capacitó funcionariado del MTSS e INAU.

Por su parte, el Ministerio de Turismo, se encuentra llevando adelante el Plan PESNNA-
VT 2026–2028, que busca incorporar transversalmente la prevención y erradicación de
la  explotación  sexual  de  niñas,  niños  y  adolescentes  en  las  políticas  y  acciones  del
Ministerio de Turismo, fortaleciendo las capacidades del sector turístico para prevenir,
detectar  y articular respuestas ante posibles situaciones. En el  marco del  Plan Anual
2026, se avanzó en la elaboración de un diagnóstico de situación, la identificación de
referentes departamentales y el relevamiento de actores e instituciones vinculadas a la
temática.  Asimismo,  se  trabaja  en  el  desarrollo  de  materiales  de  sensibilización,  la
planificación  junto  al  INN  de  una  capacitación  estructurada  en  cinco  módulos  y  el
fortalecimiento de la coordinación con organismos nacionales e internacionales.

Una de las principales líneas de trabajo es la revisión y actualización del Código Nacional
de Conducta (CNC), orientado a fortalecer el compromiso activo del sector turístico en la
prevención, detección y denuncia de estas situaciones. A través de esta herramienta se
busca  profundizar  la  capacitación  y  sensibilización  de  los  prestadores  turísticos  e
incorporar  mecanismos  y  protocolos  claros  que  permitan  identificar  situaciones  de
riesgo y actuar de forma oportuna y responsable, priorizando la protección integral de
niñas, niños y adolescentes.
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Coordinación  interinstitucional,  avances  en  articulación  y  espacios
fortalecidos.

Es importante destacar que el trabajo que lleva adelante el CNTE se organiza y ejecuta a
través del Grupo Técnico Asesor, y de los sub grupos de trabajos temáticos definidos de
acuerdo a los procesos que están en ejecución.  A continuación se da cuenta de las
reuniones y trabajo realizado en el período que se reporta en el presente informe: el
GTA realizó 10 reuniones de trabajo (4 en 2025 y 6 en 2026), se elaboraron los términos
de referencia para la contratación de la consultoria técnica para la redacción de una
propuesta  de  reglamentación  de  la  Ley 19.643,  como insumo de trabajo  hacia  este
proceso se elaboraron dos documentos de insumos: matriz de reglamentación, con la
priorización del articulado de la Ley a reglamentar y las propuestas técnicas necesarias y
sistematización del análisis de casos que se realizó en 2 jornadas de trabajo técnico. El
subgrupo de trabajo sobre decomisos y reparación patrimonial, realizó 5 reuniones en el
período  de  rendición  del  presente  informe  (4  en  2025  y  1  en  2026).  El  Grupo
Coordinador  del  Proyecto  TIP  inició  su  trabajo  en  2026  realizando  3  reuniones  al
momento de la presente rendición. A su vez para el trabajo hacia la reglamentación se
realizaron 2 reuniones con representantes del Sistema Interinstitucional de Respuesta y
del Sistema de Justicia.  La secretaría técnica del CNTE lleva actas de todas las reuniones
realizadas  y  elabora  los  documentos  de  trabajo  que  reciben  aportes  a  nivel
interinstitucional.

Por otra parte, se destaca el trabajo del Gabinete Coordinador de Políticas Destinadas a
las  víctimas  y  testigos  del  Delito  (Decreto  046/018),  el  cual  tiene  por  finalidad
“coordinar acciones políticas tendientes a la protección y atención de víctimas y testigos
con la Fiscalía General de la Nación, el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay y
el Banco de Previsión Social”. Lo que implica integrar y tomar “como base los espacios
interinstitucionales,  programas y  servicios  ya existentes  que dan respuesta  a  grupos
particulares, ampliando los mecanismos de atención y protección a víctimas y testigos”
de Delitos. La Fiscalía General de la Nación ejerce la coordinación general del Gabinete,
articulando acciones con autoridades de los ministerios e instituciones vinculadas a la
temática,  entre  ellas  el  Ministerio  del  Interior,  el  Ministerio  de Desarrollo  Social,  el
Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial,  el  Ministerio de Salud Pública,  el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Ministerio de Educación y Cultura, el Instituto
del  Niño y Adolescente del  Uruguay,  la Administración de los Servicios  de Salud del
Estado,  la  Institución  Nacional  de  Derechos  Humanos  y  Defensoría  del  Pueblo,  la
Defensoría Pública del Poder Judicial, el Banco de Previsión Social y representantes de la
sociedad civil.

El Gabinete se reúne, en principio, una vez por año, y luego las veces que sea necesario
se reúne el grupo técnico. El pasado 24 de junio de 2026, se reunieron las autoridades,
donde se hizo una rendición de cuentas del trabajo de la Unidad de Víctimas y Testigos,
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una puesta a punto de las coordinaciones entre las instituciones y la proyección para el
segundo semestre, incluyendo la reunión de grupo técnico de este Gabinete.

Por su parte, el CONAPEES constituye el principal espacio de gobernanza nacional para
la  formulación,  coordinación  y  seguimiento  de  las  políticas  públicas  dirigidas  a  la
erradicación de la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes, cuya presidencia
esta  bajo  responsabilidad  de  INAU.  Actualmente  se  encuentra  vigente  el  III  Plan
Nacional para la Erradicación de la Explotación Sexual Comercial y No Comercial de la
Niñez y la Adolescencia (2023-2028),  aprobado mediante  el  Decreto N° 48/025,  que
establece las directrices para proteger a NNA, prevenir este tipo de violencia y promover
sus  derechos  a  nivel  nacional.  Asimismo,  se  destaca  en  este  marco  de  trabajo,  la
realización de la Guía Interinstitucional para el abordaje de explotación sexual de niños,
niñas y adolescentes (nov 2024).

Por otra parte, en noviembre de 2025 se creó por resolución de la Dirección General del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, un Grupo de trabajo institucional referente a la
prevención y combate a la trata y explotación de personas. Este grupo se conforma por
representantes de las Unidades Ejecutoras del Inciso. Este entiende que un abordaje
integral de las situaciones de trata y explotación de personas requiere la intervención de
sus distintas Unidades Ejecutoras, y es a través de las mismas que podrán llevarse a
cabo acciones relacionadas tanto a la constatación de situaciones de explotación como
aquellas relativas a la reparación de las víctimas, de acuerdo a la materia del organismo.
Asimismo,  el  Grupo  de  trabajo  coordinará  acciones  tanto  intra  como
interinstitucionalmente en el marco dado por el CNTE.  

Entre  2023  y  2024  la  Junta  Nacional  de  Migración  coordinó  el  Plan  Nacional  de
Integración dirigido a personas migrantes, solicitantes de refugio y refugiadas. Entre los
ejes de este Plan figuró el  empleo.  Allí  surgió la intención de conformar un espacio
tripartito. En tal sentido, es oportuno mencionar que el MTSS conformó, en 2024, un
espacio de diálogo tripartito para temas de migración y trabajo. A partir de la creación
de este ámbito, los actores sociales han realizado diversas actividades relacionadas al
trabajo  dirigidas  a  personas  migrantes.  A  modo de  ejemplo,  se  han  llevado  a  cabo
talleres para brindar herramientas para el empleo, charlas sobre derechos laborales,
talleres  sobre emprendedurismo dirigidos  a  mujeres  migrantes,  entre  otras.  En este
ámbito,  entendiendo la gravedad del  delito  de trata y  explotación de personas  y  la
particular afectación a las personas migrantes, se acordó realizar en el mes de julio de
2026 una jornada formativa que permita a los actores sociales tomar conocimiento del
fenómeno y del tratamiento institucional del mismo en Uruguay. A efectos de llevar a
cabo la capacitación, el MTSS solicitó apoyo al Grupo Técnico Asesor del CNTE.  Cuenta,
para ello, con apoyo de la Oficina de la Organización Internacional del Trabajo para el
Cono Sur de América Latina a través del proyecto Fortalecimiento de las capacidades de
los sectores público y privado para potenciar los aportes de las personas trabajadoras
migrantes internacionales y facilitar su inclusión social y laboral en Chile y Uruguay .  El
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proyecto cuenta, además, con la colaboración de CEPAL y es apoyado por la Embajada
de Canadá.

También se destaca el avance en la articulación realizada entre la Fiscalía General de la
Nación  (FGN)  y  la  Inspección  General  del  Trabajo  y  la  Seguridad  Social  (IGTSS)  del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a partir de un operativo realizado en diciembre
de  2025  en  el  departamento  de  Paysandú,  donde  se  constató  un  total  de  58
trabajadores (56 varones y 2 mujeres) de distintas nacionalidades. Es de destacar que,
previamente a la actuación conjunta, durante los meses anteriores se coordinó y actuó
con especial discreción de forma de garantizar la reserva de los hechos. En cuanto a las
condiciones ambientales de trabajo, la IGTSS constató irregularidades en los servicios de
bienestar, instalaciones eléctricas y maquinaria. En consecuencia, fueron clausuradas la
totalidad  de  las  viviendas,  los  comedores  y  los  servicios  de  bienestar  por  riesgos
higiénicos, eléctricos y estructurales.

En el marco del trabajo del Subgrupo de Trabajo N° 10 “Asuntos Laborales, Empleo y
Seguridad Social” del MERCOSUR, en el cual participa el MTSS, fue aprobado el Plan
Regional para la Prevención y Erradicación del Trabajo Forzoso y la Trata de Personas
con Fines de Explotación Laboral (RETP). Entre 2025 y mediados de 2026, se continuaron
realizando acciones de cooperación y coordinación regional. Entre ellas, se destaca el
seguimiento del  proyecto de cooperación internacional  "Campaña de Prevención del
Trabajo Forzoso y la Trata de Personas con Fines de Explotación Laboral". Se continuó
avanzando en la elaboración de un documento técnico sobre "Normas de los Estados
Parte  del  MERCOSUR  sobre  Trabajo  Forzoso  y  Trata  de  Personas  para  Fines  de
Explotación  Laboral:  un  análisis  comparativo  bajo  la  óptica  del  Plan  Regional  del
MERCOSUR para la prevención y erradicación de estos crímenes". El objetivo que se
busca  alcanzar  a  través  de  este  documento  es  sistematizar  y  comparar  los  marcos
normativos  nacionales,  identificando  convergencias,  desafíos  y  oportunidades  para
fortalecer la respuesta regional frente a estas problemáticas.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) emitió recomendaciones al
Estado  Uruguayo,  ante  el  Caso  14.372  –  Silvia  Mabel  Fregueiro  Yacobazzo  y  sus
Familiares. Desde el Ministerio de Relaciones Exteriores se trabajó en un Plan de Trabajo
para el cumplimiento de las mismas y el mismo fue presentado al peticionante y la CIDH.
Desde la presidencia del CNTE se realizaron aportes al Plan de Trabajo. En el marco del
CNTE,  se  aprueba  por  unanimidad  la  creación  del  Grupo  Ad  Doc  de  seguimiento  e
implementación del Plan de trabajo para el cumplimiento de las recomendaciones. El
grupo es  liderado y  funciona en el  MRREE,  donde se  viene realizando  el  trabajo  se
seguimiento con la CIDH.
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6. Oportunidades y Desafíos

El  Estado  uruguayo  ha reconocido  en  múltiples  oportunidades  la  existencia  de  este
delito y ha demostrado la voluntad de tomar acción para prevenir y combatir la trata y
la explotación de personas, brindando una respuesta integral. Una de sus expresiones
más clara se encuentra en el proceso de trabajo interinstitucional de elaboración del
anteproyecto  de  ley  integral  por  parte  del  Poder  Ejecutivo  y  Poder  Judicial
conjuntamente a la sociedad civil organizada, así como en la celeridad de su tratamiento
y aprobación en el Poder Legislativo, convirtiéndose en la Ley Nº 19.643 de normas para
la Prevención y Combate a la Trata de Personas.

También, desde su instalación el CNTE ha mantenido un trabajo activo, contando en
cada período con un Plan de Acción como hoja de ruta interinstitucional. Al tiempo que
se ha contado con el permanente apoyo técnico y  financiero de Naciones Unidas, en
particular de la Organización Internacional para las Migraciones.

No obstante, persisten distintos nudos críticos en la generación e implementación de la
política pública de prevención y combate a la trata y explotación de personas y a medida
que se consolidan avances, surgen nuevos desafíos.

Se mencionan a continuación algunos de los desafíos identificados: 
● Continuar trabajando en el fortalecimiento de la interinstitucionalidad;
● Avanzar  en  la  descentralización  de  la  política  pública  en  la  materia y  sus
acciones;
● Fortalecer la articulación entre equipos técnicos del Sistema interinstitucional de
Respuesta  y  el  Sistema de  Justicia  en  pos  de  garantizar  el  acceso  a  la  justicia  y  la
atención integral con mirada de trayectorias de vida.
● Profundizar la identificación de situaciones de trata interna;
● Implementar servicios específicos de atención a varones adultos en situación de
trata y explotación;
● Mejorar  la  capacidad  de  atención  y  el  acceso  a  los  servicios  del  Sistema
Interinstitucional de Respuesta de acuerdo a la Ley Nº 19.643. 
● En lo referente a la atención ya existente persisten debilidades relacionadas al
proceso  de  salida  de  la  situación  de  trata  y  explotación  de  personas,  así  como  las
respuestas en materia habitacional, en relación a la inserción laboral y la integración
socio-cultural. 
● Diseñar e implementar una respuesta de alojamiento 24hrs especializada para
víctimas de trata y explotación de personas.
● Continuar  fortaleciendo  la  actuación  de  operadores  de  las  diferentes
instituciones del Estado en la identificación de los casos, así como en el abordaje de las
situaciones sin revictimnización.
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● Continuar fortaleciendo el trabajo de los operadores del Sistema de Justicia para
llevar a  cabo los  procesos  de investigación y  judiciales de forma que resulten en la
condena de los/as responsables, mejorando la persecución del delito.
● Establecer y/o fortalecer vínculos con sectores de la Academia y organizaciones
de la Sociedad Civil para coordinar acciones orientadas a la generación de conocimiento
para mejorar la visibilización de la realidad nacional (especialmente de la trata interna) y
promover la profesionalización del funcionariado público y otros actores vinculados al
problema.
● Impulsar  una  estrategia  de  incidencia  para  la  transformación  cultural  y
prevención de la trata y explotación de personas en Uruguay.
● Fortalecer las lÍneas de prevención de los actores en territorio a través de la
formación y sensibilización.
● Formación continua del funcionariado en la detección de presuntas situaciones
de trata y explotación de personas  y derivación responsable.

Por su parte,  existen desafíos particulares que representan las zonas  de frontera,  el
desarrollo de polos productivos, y zonas con atractivo turístico, ante la prevención de
situaciones de trata de personas y la persecución del delito, subrayando la importancia
de profundizar el proceso de descentralización de la política.

A nivel  regional,  en particular  en el  ámbito  de MERCOSUR persiste  la  necesidad de
profundizar la cooperación transfronteriza para abordar la trata de personas con fines
de explotación laboral, considerando las particularidades de las zonas de frontera, los
flujos migratorios y las diferencias existentes entre los marcos normativos nacionales. 

Si bien es necesario sumar esfuerzos en avanzar en el abordaje de las situaciones de
trata con fines de explotación laboral, donde mayormente las víctimas identificadas son
varones, puede derivar en la invisibilización de los déficit que se está teniendo en las
respuesta  ante  situaciones  de  trata  con  fines  de  explotación  sexual,  mayormente
víctimas mujeres, donde sigue incrementando los porcentajes de captación, con altos
niveles de reincidencia en términos de explotación.

Asimismo, existe una incipiente visibilización e identificación de nuevas modalidades de
explotación y la necesidad de abordarlas y mejorar la prevención.

Como fuera ya mencionado, también se identifican especiales desafíos vinculados a los
sistemas de información, su registro y compatibilidad.

Por  último,  un  aspecto  transversal  es  la  importancia  de  continuar  fortaleciendo  el
presupuesto destinado a recursos materiales y humanos, de manera de acompañar y
potenciar la efectiva aplicación de la Ley Nº 19.643.
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7. Información adicional y de contacto

A continuación se incorpora el link de la página web del CNTE, donde se publican las
actas, noticias de actividades y materiales desarrollados por el mismo:

https://www.gub.uy/ministerio-desarrollo-social/cntep

● Integración  del  Consejo  Nacional  de  Prevención  y  Combate  a  la  Trata  y
Explotación de Personas - CNTE (2025-2029):

Ministerio de Desarrollo Social Ministro Prof. Gonzalo Civila

Instituto Nacional de las Mujeres Directora Dra. Mónica Xavier

Ministerio de Defensa Nacional Ministra Sandra Lazo

Ministerio de Economía y Finanzas Asesora de Dirección General de Secretaría Dra.
Silvana Lioret

Ministerio del Interior Subsecretaria Cra. Gabriela Valverde

Ministerio de Relaciones Exteriores Subsecretaria Mag. Valeria Csukasi

Ministerio de Salud Pública Ministra Cristina Lustemberg

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social Directora General de Secretaría Dra. Laura Bajac

Dirección Nacional de Protección Social para
personas migrantes, solicitantes de

asilo y refugiadas del Ministerio de Desarrollo
Social

Directora Dra. Valeria España

Fiscalía General de la Nación

Fiscal de Corte (S) Dra. Mónica Ferrero; Directora
de la Unidad de Víctimas y Testigos, Lic. Manuela
Reguera; Fiscal especializada en Delitos Sexuales,

Dra. Mariana Alfaro.

Poder Judicial Jueza Penal Dra. Graciela Eustachio

Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay Presidenta Dra. Claudia Romero

ANONG

EL PASO : Mtra Sandra Perroni

CASABIERTA : Coordinadora Sandra Ortiz; Lic.
Victoria Capurro

RUCLVDS: Coordinadora Dra. Natalia Fernández
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Instituciones invitadas permanente:

Prosecretaria de Presidencia de la República Prosecretario, Dr. Jorge Díaz

Ministerio de Turismo Directora General de Secretaría, Dra. Florencia
Ualde

Institución Nacional de Derechos Humanos y
Defensoría del Pueblo

Unidad de Migración, Área de Igualdad y No
Discriminación, Lic. Luciana Oholeguy.

Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente

Secretaría de Derechos Humanos de Presidencia
de la República

Organización Internacional para las Migraciones
(OIM)

Misión en Uruguay: Jefa de Oficina, Lucila
Pizzarulli; Gerenta de Proyecto en la lucha contra

la trata de personas, Agustina Deleon

Integración actual del Grupo Técnico Asesor del CNTE:

Instituto Nacional de las Mujeres del Ministerio de
Desarrollo Social Leticia Lázaro y Carla Navarro

Ministerio del Interior Cecilia Erhardt y Marcelo Barceló

Ministerio de Relaciones Exteriores Jorge Muiño y Cristina Mancilla

Ministerio de Defensa Nacional Adriana Barrios 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  Rosanna Lamonaca y Andrea Bouret

Ministerio de Salud Karina Ruiz

Dirección Nacional de Protección Social para personas
migrantes, solicitantes de

asilo y refugiadas del Ministerio de Desarrollo Social
Natalia Jubín

Dirección Nacional de Desarrollo Social del Ministerio de
Desarrollo Social

Vanessa Zunino y Macarena Sierra

Fiscalía General de la Nación Manuela Reguera y Cecilia Capozzoli

Poder Judicial
Elvira Salles y Virgina Alba

INAU Cecilia Galusso y Tania Zina

ANONG EL PASO : Sandra Perroni
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CASABIERTA : Sandra Ortiz – Victoria
Capurro

RUCLVDS: Natalia Fernández

Instituciones invitadas permanente:

Ministerio de Turismo
Lorena Perez y Tatiana Aristegui

Secretaria DDHH – Presidencia 
Lourdes Rieiro

INDDHH
Luciana Oholeguy

OIM
Agustina DeLeon

Secretaría Técnica del CNTE y GTA:

Instituto Nacional de las Mujeres del Ministerio de Desarrollo Social, Leticia Lázaro Vera
y Carla Navarro Sandes.

Datos de Contacto:
Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Prevención y Combate a la Trata y Explotación de Personas
Instituto Nacional de las Mujeres – Ministerio de Desarrollo Social
Maldonado 1478
CP 11200 Montevideo, Uruguay
Tel: (+598) 2400 0302 int. 5060
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